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ORDEN DEL DIA 


I) TEXTO DE LA CITACION 
Discusión general y particular de los proyectos de ley, sobre 


“Montevideo, 2 de agosto de 1993, Reforma del Estado y Empresas Públicas: 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión cx- - del señor senador Juan Carlos Blanco. 


traordinaria, el próximo jueves 12 de agosto, a la hora 16. a fin 
de considerar el siguiente (Carp. N* 469/91 - Rep. N* 642/93) 


80 -C.S. 


- delos señores senadores Mariano Arana, Danilo Asto- 
ri, Hugo Batalla, Carlos Bouzas, Leopoldo Brucra, Car- 
los Cassina, Reinaldo Gargano, José Korzeniak y Al- 
berto Zumarán. 


(Carp. N* 1143/93 - Rep. N* 642/93) 


- de los señores senadores Walter Belvisi, Carlos. W, 
Cigliuti, Dante Irurtia, Pablo Millor y Américo Rical- 
doni. 


(Carp. N* 1153/93 - Rep. N* 642/93) 


Los proyectos de ley son enunciados en el orden del día por 
orden cronológico de acuerdo a la fecha de su presentación, sin 
que establezca ninguna prioridad en Su tratamiento. 


LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCÍA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Batalla, Blanco, Bouza, Bou- 
zas, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, Elso Goñi, Ferrés Pa- 
checo, Gargano, González Modernell, Irurtia, Korzeniak, 
Miltor, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Ricaldoni, Sil- 
veira Zavala, Urioste, Viera y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Belvisi, Brue- 
ra y Grenno; con aviso, el señor senador Librán Bonino: y. 
sin aviso, el señor senador Jude. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE, - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 9 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Montevideo, 12 de agosto de 1993. 
F 

De conformidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución los señores senadores Mariano Arana, Danilo As- 
tori, Carlos Bouzas, Reinaldo Gargano, Jaime Pérez, José Kor- 
zeniak y Eduardo Viera solicitan se cursen los siguientes pedi- 
dos de informes: 


Al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, relacionado 
con la cantidad de asalariados extranjeros que figuran en las 
planitlas de trabajo en las obras en construcción en cl departa- 
mento de Maldonado, cuántas inspecciones se han realizado 
durante el corriente año y cuántos de esos trabajadores están 
habilitados para trabajar en nuestro país. 
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y al Ministerio de Economía y Finanzas relacionado con el 
grado de cumplimiento de lo establecido en el artículo 35 de la 
ley N* 15.786 disponiendo que los bienes inmuchles rurales 
que ingresen a dominio del Banco Central o Banco República 
por concepto de recuperación de sus créditos, serán destinados 
al Instituto Nacional de Colonización. 


-Oportunamente fueron tramitados”. 


4) SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO, DOCTOR 
GONZALO AGUIRRE RAMIREZ, Ejercerá intérina- 
mente la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una nota recibi- 
da. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Vicepresidente de la República comunica que 
ocupará interinamente la Presidencia de la República”. 


-Léasce. 
(Se lcc:) 


“CAMARA DE SENADORES 
Presidencia 


Montevideo, 12 de agosto de 1993, 


Señor Primer Vicepresidente del Senado, 
doctor Walter Santoro 


Cúmpleme informar al Senado, por su intermedio, 
que entre las 20 y 30 horas del día de la fecha y hasta cl 
15, inclusive, del mes en curso, me encontraré ejercien- 
do interinamente la Presidencia de la República, en vir- 
tud del viaje a la República del Paraguay, del señor 
presidente de la República, en cuyo mérito -y con arre- 
glo al artículo 94 de la Constitución- deberá asumir la 
Presidencia del Senado y de la Asamblea General, el 
señor scrador Walter Santoro. 


Hago propicia la oportunidad para saludarle con mi 
más distinguida consideración, 


Gonzalo Aguirre Ramírez. Presidente”. 


5) REFORMA DEL ESTADO Y EMPRESAS PUBLICAS. 
Proyectos de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde ingresar al orden 
del día con la consideración de su único punto: “Proyectos de 
ley sobre Reforma del Estado y Empresas Públicas. (Carps. 
Nos, 469/91, 1143/93 y 1153/93 - Rep. N* 642/93)”. 


(Amtecedentes:) 
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“Carp. N* 469/91 
Rep. N* 642/93 


PROYECTO DE LEY CON 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
DEL SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS BLANCO 


PROYECTO DE LEY 


SOBRE REFORMAS EN LAS : 
EMPRESAS PUBLICAS 


Artículo 1%, - Régimen jurídico, 


1.- Los Entes Autónomos y Servicios Desceniraliza- 
dos de carácter industrial y comercial (los Entes) pro- 
yectarán modificaciones a sus respectivos regímenes ju- 
rídicos con el objeto de adquirir una capacidad operaliva 
y un funcionamiento no menos eficiente que el de las 
empresas privadas. Se regirán por el derecho privado cn 
todo aquello que no esté expresamente prohibido por la 
Constitución de la República. Las reformas integrarán a 
la estructura normativa de cada Ente el sistema de ac- 
ciones establecido en el artículo 2*, 


2. - Las reformas se ajustarán a los lincamicnto si- 
guientes: 


a. Establecimiento de un régimen jurídico similar al 
de las empresas privadas, de acuerdo con el numeral 1. 


b. Adecuada atención a las características específi- 
cas de cada Ente. 


c. Posibilidad de participación en el capital de los 
Entes, bajo la forma de acciones, de: 


í. — Sus funcionarios. 
11. Personas públicas estatales y no estatales, 
¡ti Ahorristas e inversionistas privados. 


Se observará lo dispuesto en el artículo 188 de la 
Constitución en lo que atañe a la participación de capi- 
tal privado. j ] 


d. Racionalización y simplificación de los trámites 
internos, acorde con el carácter industrial y comercial de 
los organismos y de las necesidades determinadas por su 
giro, 


3. - Los proyectos serán elevados al Poder Ejecutivo 
dentro de los ..... días de promulgada esta ley. El 
Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la comisión 
establecida en el artículo 7” y escuchando a los respecti- 
vos Entes, dará cl contenido y la forma definitivos a los 
proyectos y los aprobará si se tratare de materia de su 
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competencia, o, en su caso, los someterá al Poder Legis- 
lativo. 


4. - Si los proyectos no fueren elevados en cl plazo 
indicado en cl numeral 3, el Poder Ejecutivo podrá pro- 
rrogar dicho plazo o formular los proyectos por sí con cl 
asesoramiento de la Comisión del artículo 7”. 


Art. 22. - Acciones. 


1. - Los Entes podrán emitir acciones representativas 
de sus respectivos patrimonios actuales así como para la 
ampliación de éstos, de acuerdo con las reglas que se 
establecen a continuación. 


2. - Habrá un avalúo del patrimonio, previo a la 
emisión de acciones, que requerirá la aprobación del 
Poder Ejecutivo. El avalúo tomará en consideración el 
dictamen del Tribunal de Cuentas y la opinión de dos 
firmas privadas independientes y se ajustará a las prácti- 
cas habitualmente reconocidas en la matcría. 


3. - Cada emisión de acciones deberá ser autorizada 
por el Poder Ejecutivo lucgo de practicado el avalúo a 
que se refiere el numeral anterior. La autorización será 
concedida o no según la apreciación de conveniencia 
que haga el Poder Ejecutivo. 


4. - Las acciones emitidas pertenecerán en su totalt- 
dad al Estado y no podrán ser cnajenadas excepto que se 
proceda de conformidad con el artículo 188 de la Cons- 
titución O que sc trate del caso previsto en el numeral 5 
siguiente. 


5. - Los Entes y las personas públicas no estatales 
podrán suscribir, integrar y adquirir acciones enire sí. El 
BPS, cl BSE y las personas públicas y privadas que 
administraren fondos de seguridad social podrán invertir 
sus reservas y demás fondos con los que operan en ac- 
ciones emitidas por los Entes o por personas públicas, 


6. - Las acciones podrán cotizarse en la Bolsa de 
Valores siempre que se hubiera dado cumplimiento al 
artículo 188 de la Constitución. 


Art. 32. - Operaciones internacionales. 


Los Entes podrán realizar actividades de su giro en 
el exterior de la República. 


Art. 4%, - Aspectos técnicos y de gestión. 


l. - Los Entes revisarán sus procedimientos de gos- 
tión y de producción de bienes y servicios y los manten- 
drán actualizados, a fin de adecuarlos a patrones gene- 
ralmente aceptados a nivel intemnacional para empresas 
privadas de giro y características similares. Establece- 
rán, asimismo, en coordinación con la Oficina de Pla- 
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ncamiento y Presupuesto y con la Oficina Nacional dei 
Servicio Civil, sistemas de evaluación de dichos aspcc- 
tos. 


2. - Los organismos mencionados informarán al Po- 
der Ejecutivo de lo actuado en cumplimiento de lo dis- 
puesto en cl numeral 1, con la periodicidad que determi- 
ne la reglamentación. 


3. - El Poder Ejecutivo, sin perjuicio del ejercicio de 
las facultades establecidas en el artículo 197 de la Cons- 
titución, informará anualmente a la Asamblea General 
acerca de esta materia, acompañando elementos que per- 
mitan apreciar la evolución registrada de la misma. 


Art. 5% - Usuarios. 


Las actividades de los Entes deberán tomar en cuen- 
ta los derechos de los usuarios. La reglamentación esta- 
blecerá los medios para proteger tales derechos, ascgu- 
rar la libertad de opción del usuario, determinar cl con- 
trol de calidad de los bienes y servicios producidos por 
los Entes y fijar requisitos necesarios de los mismos 
para ingresar al mercado. Podrá, asimismo, constituir 
comisiones de usuarios para cooperar en esas activida- 
des, elegidas por sorteo entre quienes reúnan condicio- 
nes apropiadas y con un régimen adecuado de renova- 
ción, 


Art. 6% - Designación de Directores. 


1. - La designación de los miembros de los Dirccto- 
rios de los Entes sólo podrá recaer sobre personas que 
reúnan al menos una de las condiciones siguientes: 


a. Cinco años como mínimo en la calidad de Dircc- 
tor, ejecutivo de nivel gerencial o asesor principal de 
una empresa pública o privada, de giro y magnitud sig- 
vilicativos. 


b. Haber sido Ministro de Estado por un lapso no 
inferior a tros años. 


. » . . a . 
c. Profesional universitario cuya carrera se relacione 
con el giro del Ente de,que se trate. 


2. - No podrán ser designados para Directorios de los 
Entes: 


a. Quienes se hubieran desempeñado como tales du- 
rante ocho v más años en forma continua o discontinua 
en los dos períodos de gobiemo precedentes al del nom- 
bramiento. Esta prohibición no rige para los presidentes 
del BCU y BROU. 


b. Quienes hubieran sido candidatos a cualquier car- 
go electivo, como titular o suplente, en las elecciones 
precedentes a la designación. 
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<, Quienes hubicran desempeñado funciones dirccti- 
vas O de particular relieve en partidos políticos, sindica- 
tos y organizaciones gremiales, durante los cinco años 
anteriores a la designación. Esta prohibición no com- 
prende a los asesores técnicos. 


Art. 72, - Comisión del dominio industrial y co- 
mercial del Estado. 


l.- Habrá una Comisión del dominio industrial y 
comercial del Estado, inegrada por sicte miembros de- 
signados por el Poder Ejecutivo. Tendrá carácter hono- 
rario. Los miembros de la Comisión deberán reunir, 
colectivamente, probada experiencia y aptitud co (un 
ciones de gobierno, administración, economía, negocios 
y empresa. 


2. - Los cometidos de la Comisión serán: 


a. Asesorar al Poder Ejecutivo en el ejercicio de sus 
facultades constitucionales y legales en relación a los 
Entes. 


b. Proponer al Poder Ejecutivo iniciativas relaciona- 
das con el dominio industrial y comercial del Estado, 


c. Estudiar y proponer al Poder Ejecutivo fórmulas 
de participación en el capital de los Entes de acuerdo 
con el artículo 2%, numeral 2.c. y, en general, medios 
para promover el capitalismo popular y el desarrollo del 
mercado de acciones. 


d. Los demás que le confiera el Poder Ejecutivo 
dentro de su competencia o que le asignan ésta u Otras 
leyes. 


3. - La Oficina de Plancamiento y Presupuesto brin- 
dará a la Comisión los medios necesarios para actuar, 
Los organismos públicos deberán prestarle apoyo y res- 
pondcr a sus pedidos de información. 


La Comisión podrá, asimismo, requerir la coopera: 
ción del sector privado. 


Juan Carlos Blanco, Senador. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
I. Origen y Antecedentes 


El proyecte de ley adjunto se vincula en su origen al 
trámite parlamentario del proyecto de ley del Poder Eje- 
cutivo, de fecha 13 de setiembre de 1990, habitualmen- 
te denominado de reforma del Estado, el cual se en- 
cuentra a consideración del Senado. Dentro de la discu- 
sión parlamentaria del proyecto así como en las polémi- 
cas públicas y periodísticas al respecto, su pusieron de 
manifiesto las posiciones fuertemente encontradas de 
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quienes apoyan esa iniciativa y de quienes la rechazan. 
Dichas discrepancias, más allá de las observaciones so- 
bre puntos concretos, se concentran fundamentalmente 
en una cuestión de filosofía, de concepción política ge- 
neral, a saber, si las actuales empresas del Estado y cn 
general sus diversos servicios han de seguir siendo des- 
empeñados por éste o podrán ser privatizados. Esta di- 
cotomía fue resumida, en una oportunidad, como la pug- 
na entre quienes “quieren liquidar cl dominio industrial 
y comercial “del Estado y quienes quieren conservarlo, 
transformándolo”. 


Por más que suele ser éste cl enfoguc con el que 
habitualmente se encara el tema, cabe descartarlo com- 
pletamente, en especial, la supuesta opción de hierro 
que plantcaría. La realidad de los diferentes países muestra 
que, hoy, sólo excepcionalmente el Estado manticne la 
vocación de ser ducño de todas las empresas principales 
y también sólo excepcionalmente se dan casos en que cl 
Estado no tiene participación ni intervención en ninguna 
empresa. En todos partes se desplicga una gama variada 
de soluciones en las que coexisten, sin violencia, esque- 
mas de privatización total y periférica, con formas difo- 
rentes de participación estatal y dentro de éstas, regímc- 
nes jurídicos variados, incluso la aplicación del derecho 
privado en empresas estatales, 


Resulta natural y apropiada, por ello, la iniciativa 
del Poder Ejecutivo que propone completar nuestro or- 
denamiento cn la materia, facultando al Estado y a sus 
empresas a adoptar nuevas formas operativas, con diver- 
sas modalidades de participación privada, a tono con lo 
que es una necesidad intemacionalmente reconocida. 


Sin embargo, esa iniciativa plausible en sí misma, 
debería ampliarse para abordar también la reforma de 
las empresas del Estado que permanccerán en su domi- 
nio. 


No existe contradicción, ni oposición entre ambos 
aspectos. Por un lado se crearían los instrumentos jurídi- 
cos adecuados para dar cabida a la participación priva- 
da, mientras que por el otro se promovería la transfor- 
mación de los Entes industriales y comerciales con cri- 
terios modernos y de eficiencia. En muchos casos, esto 
último será necesario para lo primero. 


En el mismo sentido corresponde recordar que la 
transformación del Estado no consiste sólo y lunda- 
mentalmente en la privatización sino que la desregu- 
lación -como se ha llamado a la liberalización de las 
actividades de controles y requisitos estatales- ocupa un 
lugar central y, en ellas, la competencia y la consiguien- 
te eliminación de monopolios es un aspecto esencial, De 
ahí que las empresas estatales, si han de competir debe- 
rán hacerlo en condiciones similares a las empresas pri- 
vadas. No se la puede forzar -como se ha dicho- a hacer- 
lo con las manos atadas. Esto supone, obviamente, un 
cambio radical en el régimen del dominio del Estado. 
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En este orden de pensamiento, cl firmante presentó 
en la Comisión un proyecto modificativo y complemen- 
tario del Capítulo 1 del Proyecto del Poder Ejecutivo. cn 
el que se incluirían las normas de este último con algu- 
nos aportes nuevos y se le añadían preceptos tendientes 
a la transformación de las empresas estatales acorde con 
los conceptos expuestos. El texto figura como anexo l. 


Posteriormente, y en vista de ciertas dificultades en 
el desarrollo del trámite parlamentario, se optó por no 
insistir en la discusión de las propuestas adicionales, a 
fin de no complicar dicho trámite y contribuir así a la 
aprobación de un texto -el proyecto del Poder Ejecutivo 
con las modificaciones introducidas en Comistón- que 
en sí mismo es un instrumento positivo y necesario. 


Por esa razón se replantea la roforma de las empre- 
sas del Estado por separado de la iniciativa del Poder 
Ejecutivo, pero con el ánimo de complementaria en as- 
pectos que se juzgan de singular importancia. Ello resul- 
ta ahora más urgente que nunca. En la perspectiva del 
MERCOSUR, la necesidad de reestructurar el Estado y 
las empresas se transforma en un imperativo insoslaya- 
ble para gue podamos tener éxito. 


IL Objetivos 
Dos propósitos principales inspiran este proyecto. 


En primer término, hacer que las empresas del Esta- 


do scan más eficientes. Para cllo propone una modifica- 


ción sustancial de su régimen jurídico, una actualización 
de sus métodos de gestión, una ampliación de su ámbito 
territorial y requisitos, muy severos, para la designación 
de directores. 


En segundo lugar, se planica que estas empresas asu- 
man un papel dinámico cn el mercado de acciones y 
contribuyan así tanto al capitalismo popular «incluyendo 
empleados y usuarios- como a la canalización del ahorro 
a inversiones de riesgo. Se asocia a este aspecto la for- 
mación de fondos de seguridad social y la constitución 
de reservas técnicas de los organismos de previsión así 
como el ofrecimiento a los ahorristas de opciones dife- 
rentes a las habituales colocaciones financieras en pape- 
los del Estado. 


A los objetivos principales se añade la incorporación 
de los usuarios como un nuevo y relevante factor en cl 
cuadro normativo de los Entes, 


El proyecto no ingresa directamente cn la discusión 
acerca de la propiedad de las empresas, sin embargo 
puede tener efectos importantes en esa materia. Si las 
medidas propuestas son exitosas y Jos Entes adquieren 
mayor cliciencia. se podría argumentar que la privatiza- 
ción no es necesaria. Pero, al contrario, Ja transforma- 
ción del régimen jorídico. la emisión de acciones, la 
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posibilidad de inversiones institucionales en los Entes y 
la propia mayor eficiencia podrían alentar el interés pri- 
vado en formar parte preponderante en esas organizacio- 
nes y facilitar que esto puede materializarse. 


En tanto que el proyecto no prejuzga sobre el resul- 
tado, aspira a ser una propuesta satisfactoria para ambos 
puntos de vista. En efecto, hay un reconocimiento prác- 
ticamente unánime de que no es posible mantener sin 
cambios la actual estructura y funcionamiento de los 
Entes. Se propone aquí avanzar en la modernización de 
los mismos y en su inserción en la dinámica real de la 
vida económica contemporánea. 


Esta tarca es impostergable, cualquiera que fuere la 
filosofía política que se tenga. Sobre el final del siglo, 
en un mundo estrechamente interrelacionado y competi- 
tivo, en el umbral de una revolucionaria integración rc- 
gional, no cabe el lujo de mantener vastas porciones del 
patrimonio nacional encerradas en instituciones anacró- 


nicas e-ineficaces. No cabe tampoco descartar por per- 


juicios ideológicos o esloganes políticos las soluciones 
que, en todas partes del mundo, muestran el aflojamien- 
to del centralismo estatista y el renacimiento de la ini- 
ciativa y de la libertad de todos los agentes de la socic- 
dad. 


HI. Estrategia y método 


El proyecto no tiene la pretensión de lograr por sí la 
realización de sus objetivos sino iniciar firmemente un 
proceso que conduzca en esa dirección. A la vez, trata 
de asociar ese proceso a diversos protagonistas relacio- 
nados con la materia, evitando las fórmulas unilaterales 
e inconsultas, 


En lo que se refiere al régimen jurídico, el legislador 
señala el objetivo a lograr y bosqueja los lineamientos 
mínimos que ésta ha de tener, pero no entra, en esta 
etapa, en la formulación concreta. Ordena, sí, que los 
Entes, cada cual según sus características y experiencia, 
prepare un proyecto detallado de reformas. El Poder 
Ejecutivo interviene luego y por último lo hace nueva- 
mente el Poder Legislativo. De esta manera, todos los 
organismos del Estado vinculados al tema pueden reali- 
zar su aporte. + 


En algunos aspectos, sin embargo, se opta por avan- 
zar más rápidamente, incluyendo disposiciones al efecto 
en el propio proyecto. Se trata del régimen de acciones, 
de las operaciones internacionales y de los usuarios. 


Los dos últimos son compatibles con el actual régi- 
men jurídico por lo que no requieren mayor análisis 
desde este punto de vista. Además, ambos revisten, por 
diferentes motivos, particular urgencia. En la perspectí- 
va de la integración y de una economía mundial interre- 
lacionada, nuestras empresas estatalos tienen que lencr 
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amplias posibilidades de actuación internacional -no sólo 
en la región- so pena de quedar auto marginadas de las 
corrientes dinámicas de los negocios. Los usuarios por 
su parte, merecen una pronta atención dentro de meca- 
nismos específicos y con un fuerte respaldo legal: no es 
una concesión que se les hace sino una obligación de 
los Entes que la ley sanciona. En este sentidó, se abre el 
camino para desarrollar entre nosotros una tendencia de 
carácter universal. 


La emisión de acciones, es una pieza central en la 
transformación de las empresas y su establecimiento debe 
ser considerado forzosamente en todas las reformas de 
los diversos Entes. De ahí que se la consagre desde el 
comienzo. Otra razón milita para que el régimen de 
acciones figure ya dispuesto en este texto. Su aplicación 
requiere un tiempo apreciable de preparación y comple- 
jas operaciones, como el avalúo. En tanto la reforma del 
sistema normativo de los Entes prosigue, las operacio- 
nas necesarias para lanzar las acciones pueden cumplir- 
se paralelamente en base al mandato legal y así comple- 
tar todo el sistema en un tapso más breve. 


La Comisión del Dominio Industrial y Comercial (la 
Comisión) es un instrumento nuevo para coadyuvar en 
el desarrollo del proceso de transformación de las em- 
presas del Estado, y ticne un papel importante en la 
estrategia planteada. En cfecto, el proyecto define -como 
se dijo- los objetivos generales y traza los lineamientos 
de ta reforma. La Comisión coopera en la marcha de las 
reformas, asesorando y también tomando inictativas, pero 
sin poderes directos de decisión. 


Su influencia dependerá del acierto con que sea inte- 
grada. El proyecto establece ciertas condiciones para 
sus miembros a fin de incorporar experiencia y capaci- 
dad empresarial, Si su gestión es exitosa, podría scr 
además cl embrión de un futuro holding estatal. 


IV. Empresas Eficientes 


El objetivo de lograr empresas estatales más eficicn- 
tes, como se dijo más arriba (supra 11) se procura en el 
proyecto a través de medios diversos que se comentan 
sucintamente a continuación. 


La reforma del régimen jurídico de los Entes es escn- 
cial para permitirles operar con eficiencia y niveles ade- 
cuados de competitividad. No se postula ni se impone la 
aplicación lisa y llana del derecho privado pero tampo- 
co se la descarta. Aunque esta es la solución que mejor 
contempla el propósito de otorgar a las empresas estata- 
les condiciones análogas a las empresas privadas, no se 
quiso descartar otras posibles soluciones en función de 
las situaciones diversas de los Entes. Además, es posi- 
ble imaginar formas de combinar, en un régimen jurídi- 
co nuevo, elementos del derecho público y del derecho 
privado. En suma, cl proyecto (artículo *) marca cl ob- 
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jotivo y ordena iniciar el camino para lograrlo y da las 
pautas generales de la reform, pero se abstiene de defi- 
nir el contenido concreto de las soluciones. 


Los procedimientos de gestión y de producción de 
bienes y servicios deben mantenerse permanentemente 
actualizados y sujetos a un proceso de revisión. La aper- 
tura a la competencia -impuesta por las necesidades del 
desarrollo y del propio contexto económico interno y 
externo- es la forma más eficaz. de promover espontá- 
ncamente estas prácticas. No obstante, el proyecto aspi- 
ra a fomentar dichos procedimientos desde ya, como 
una obligación jurídica sujeta al control del Poder Eje- 
cutivo y del Poder Legislativo. Por lo demás, se consa- 
gra así en la ley lo que ya varias de las empresas -justo 
es reconocerlo- han comenzado a hacer. 


La habilitación de las operaciones internacionales, 
sin restricciones dentro de su giro, para todas las empre- 
sas del dominio es una medida obvia en un escenario 
internacional y regional crecientemente internacionali- 
zado que ha llevado ya a varias de las empresas a em- 
prender acciones de esta naturaleza. Confinarlas al ám- 
bito doméstico o franquearles la salida por medios com- 
plicados, implicaría colocar a los Entes en evidente des- 
ventaja y privarlos de incalculables oportunidades de 
desarrollo. 


Los requisitos severos para la designación de dircc- 
tores atienden a un reclamo generalizado en los más 
diversos sectores políticos, económicos y sociales. Indu- 
dablemente, un nivel superior de exigencia en esta ma- 
teria contribuirá a una mejor gestión. Es claro que ta 
aplicación de estos criterios u otros similares podría efec- 
tuarse sin necesidad de ley, pero ésta es la que brinda la 
garantía más segura de que así se hará en todos los casos 
y en forma objetiva e imparcial. Conviene aclarar que 
una selección más exigente de los directores no es de 
suyo la solución y podría incluso hacer pensar crrónca- 
mente que, con ello, sería posible concentrar más en los 
directorios ta conducción de los Entes. Al contrario, será 
preciso que el nuevo régimen jurídico fortalezca la dele- 
gación de funciones y la actuación de funcionarios eje- 
cutivos con vastos poderes, como es normal en las em- 
presas privadas exitosas. 

F 


V. Régimen de Acciones 


El establecimiento de un régimen de acciones repre- 
sentativas de capital es un clemento central de ta refor- 
ma, por varios fundamentos: 


a. Determina por sí solo tanto el carácter de las re- 
formas cuanto la naturaleza de las empresas y de su 
organización, 


b. Habilita el movimiento de capitales de y hacia 
esas empresas, dentro de los límites constitucionales. 
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€. Inicia la participación de los empleados y obreros 
de los Entes en sus respectivos capitales y en las utilida- 
des consiguientes. Se aspira, también, a que los usuarios 
disfruten de análoga posibilidad. 


d. Abre el camino para tonificar el mercado de valo- 
res, ofrece a los ahorristas una opción estatal diferente 
de las colocaciones financieras y es el punto de partida 
de un capitalismo popular. 


e. Los inversionistas institucionales, en especial los 
fondos -existentes y los que se creen- de seguridad so- 
cial pueden encontrar aquí un destino satisfactorio. 


f. Los propios Entes pueden realizar colocaciones 
entre sí, agregándose a ellos tas personas públicas no 
estatales. 


Más allá de las reformas en las empresas públicas, la 
introducción de mecanismos concretos para iniciar cl 
desarrollo del capitalismo popular constituye un elemento 
de la mayor importancia. La experiencia de las más 
exitosas naciones de Occidente muestra la difusión del 
capital en el pueblo y a miles de propietarios de accio- 
nes de tas grandes compañías. Estas, sólo en algunas 
ocasiones pertenecen a un núcleo chico de “ducños” en 
sentido tradicional y son los ahorristas pequeños quienes 
gravitan cada vez en mayor medida, a través de inver- 
sionistas colectivos, así como a través de los fondos de 
pensiones y seguridad social. El capital deja de ser, cada 
vez en mayor medida, el coto propio de un reducido 
grupo de personas para difundirse en el pucblo. Se aspi- 
ra, por medio del proyecto, a poner en movimiento entre 
nosotros, a nuestra escala, un proceso semejante, social- 
mente positivo y económicamente estimulante. 


Al mismo tiempo, se establece una vía para que los 
fondos de previsión social puedan participar en las em- 
presas públicas y colocar sus reservas en acciones. De 
esta mancra, se crea un vínculo entre el ahorro de la 
comunidad para las jubilaciones y pensiones y el domi- 
nio industrial y comercial para recomponer el sistema 
de capitalización en la seguridad social. Se ingresa, así, 
también, cn la fase de las inversiones institucionales, las 
que facilitan la difusión de capital en toda la sociedad. 


VI. Usuarios 


"La situación de los usuarios es encarada en dos pla- 
nos. Por un lado, se intenta abrir la opción para que 
ellos participen como accionistas en la titularidad de las 
emprosas. Desde otro punto de vista, se procura inte- 
grarlos al sistema de controles institucionales y al con- 
trol de calidad de la producción de hienes y servicios. 


En este último aspecto, la reglamentación y los pro- 
pios Entes claborarán las fórmulas concretas, cn cl mar- 
eo de la ley. Sc ha cuidado que la intervención de los 
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usuarios no implique subvertir la organización de los 
Entes. La selección por sorteo que impone cl proyecto 
tiende a evitar la politización. 


VII. Consideraciones Finales 


El proyecto probablemente cuestiona algunas con- 
cepciones difundidas y arraigadas en nuestro medio y, 
sobre todo, cuestiona la tendencia a no introducir cam- 
bios demasiado drásticos. Ello generará, sin duda, una 
natural resistencia. 


Sin embargo, es necesario proceder así. Más allá de 
los resultados contables de las empresas y de muchos y 
«valiosos esfuerzos realizados en el seno de éstas para 
modernizarlas, se requiere una radical transformación 
de su estructura y de sus operaciones, una efectiva inte- 
gración de los Entes del dominio al mundo real de los 
negocios, la competencia, el capitalismo y la dimensión 
internacional. 


Lamentablemente, la evolución de la Sección consti- 
tucional dedicada a los Entes ha creado un régimen que, 
diseñado para estructurar y fortalecer estas entidades, 
paradojalmente ha terminado por debilitarlas, encerrán- 
dolas en una red de limitaciones. En su contexto, ni 
resultan atractivas para el capital privado ni están cn 
condiciones de generarlo por sí mismas. Mientras tanto, 
carecen de la inversión necesaria y se retrasan tecnoló- 
gicamente, castigando a los usuarios y a la propia comu- 
nidad en su conjunto, 


El proyecto trata de cambiar esta situación, dentro 
del ordenamiento constitucional vigente, explorando las 
posibilidades que éste ofrece y que aún no se han utili- 
zado. En una reforma constitucional, un retorno a la 
sabida norma del artículo 100 de la Constitución de 
1919, sería la mejor solución. 


Finalmente, reafirmando conceptos ya expuestos, el 
proyecto, de no existir el capítulo de normas generales 
del proyecto del Poder Ejecutivo (de 13/10/90), habría 
incluido disposiciones de análogo carácter y habría tam- 
bién incluido las normas habilitantes que éste contiene 
para que ANTEL, PLUNA y la ANP puedan ingresar cn 
empresas privadas según el artículo 188 de la Constitu- 
ción. Las circunstancias ya anotadas del trámite parla- 
mentario y la voluntad política del Poder Ejecutivo de 
avanzar con ese proyecto, son los elementos determi- 
nantes de una iniciativa separada, pero también incquí- 
vocamente orientada a la transformación de las empre- 
sas estatales, proveyéndolas del más amplio espectro 
posible de operaciones y habilitándolas para competir 
eficazmente si ese fuera el caso. 


Juan Carlos Blanco. Senador. 


CAMARA DE SENADORES 


Carp. N* 1143/93 
Rep. N* 642/93 


PROYECTO DE LEY CON EXPOSICION DE 
MOTIVOS DE LOS SEÑORES SENADORES 
MARIANO ARANA, DANILO ASTORI, 
HUGO BATALLA, CARLOS BOUZAS, 
LEOPOLDO BRUERA, CARLOS CASSINA, 
REINALDO GARGANO, JOSE KORZENIAK, 
JAIME PEREZ Y ALBERTO ZUMARAN 


PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 
Formas de gestión estatal 


Artículo 1%, - El Poder Ejecutivo y sus dependen- 
cias, las intendencias Municipales y sus dependencias, 
los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados 
debcrán realizar por sí, por medio de sus servicios, to- 
das las actividades que constituyen el cumplimiento de 
los cometidos que preceptivamente les asignen la Cons- 
titución y las leyes en forma expresa, sin perjuicio de lo 
dispuesto por el artículo 273 N* 8? de la Constitución y 
de lo previsto en los artículos siguientes de la presente 
ley. 


Se entenderá que el organismo actúa por medio de 
sus servicios solamente cuando la actividad sea cumpli- 
da por personal, permanente o a término, perteneciente 
a su estructura jerárquica. 


Art. 22, - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos 
y los Servicios Desceniralizados sólo podrán otorgar con- 
cesiones, permisos o cualquier otro acto unilateral o 
bilateral que implique el cumplimiento de las activida- 
des a que refiere el artículo anterior por un tercero por 
su cuenta y tiesgo, cuando la ley lo autorice en cada 
caso. 


Art. 32, - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados y las Intendencias Munici- 
pales podrán celebrar contratos de arrendamiento de obras 
o de servicios con terceros que se obliguen a cumplir 
por cuenta y riesgo del organismo algunas de las activi- 
dades de su competencia a que refiere cl artículo 1? con 
sujeción a las leyes que regulan la celebración de esos 
contratos por la Administración y a lo dispuesto en los 
incisos siguientes, sólo cuando la actividad se cumpla 
sin transferencia del ejercicio de poderes públicos. 


El Poder Ejecutivo y los Entes comprendidos en el 
Capítulo II de la Sección XI de la Constitución podrán 
celebrar los contratos a que refiere el inciso primero y 
cumpliendo los requisitos allí establecidos, respecto a 
una actividad de su competencia comprendida en cl ar- 
tículo 1%, sólo con carácter complementario del cumpli- 
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miento de la misma por sus propios servicios, cuando 
por circunstancias excepcionales éstos sean insuficien- 
tes, dando cuenta a la Asamblea General. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
comprendidos en el Capítulo 1 de la Sección XI de la 
Constitución sólo podrán celebrar los contratos referidos 
en el inciso primero cuando así lo resuelva fundadamen- 
te su Directorio por cuatro votos conformes en los que 
tengan cinco miembros o por unanimidad en los que 
tengan tres, y previa autorización fundada otorgada por 
el Poder Ejecutivo dando cuenta a la Asamblea Gencral. 


Las Intendencias Municipales podrán celebrar los con- 
tratos a que refiere el inciso primero dando cuenta a la 
respectiva Junta Departamental. 


Art. 4%, - No están comprendidos en lo dispuesto por 
los artículos anteriores los actos o contratos que tengan 
por objeto la ejecución de obras públicas, cuyas diversas 
modalidades continuarán rigiéndose por las normas has- 
ta ahora vigentes. 


Art, 5%, - El Poder Ejecutivo, las Intendencias Muni- 
cipales, los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos podrán en cambio realizar por sí o contratar con 
terceros la ejecución de aquellas actividades de su com- 
petencia que, por conexas, accesorias o auxiliares de 
aquella principal referida en el artículo 1?, constituyen 
un medio para el cumplimiento conveniente y oportuno 
de aquel giro. 


Art. 6% - Los actos unilaterales o bilaterales otorga- 
dos en violación de lo dispuesto en los artículos anterio- 
res serán absolutamente nulos, y no darán lugar a recla- 
mación alguna de quien haya desempeñado la actividad 
contra la Administración, por su existencia o ejecución 
de hecho, ni siquiera por daños y perjuicios O por enri- 
quecimiento sin causa de la entidad estata), La Adminis- 
tración podrá (deberá) reclamar la restitución de lo que 
hubiera pagado, aunque lo hubicra hecho a sabiendas de 
la nulidad. 


Art, 72, - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos y 
los-Servicios Descentralizados podrán celebrar los con- 
tratos a que refieren los'artículos 2%, 3%, 4% y 5% con las 
Intendencias Municipales. No regirán en tales casos ta 
exigencia de ley especial del artículo 2*, ni los requisitos 
de los incisos segundo y tercero del artículo 3*. 


Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
sólo podrán obligarse al cumplimiento de actividades 
comprendidas en el giro que preceptivamente les asig- 
nen las leyes (Constitución, artículo 190). 


Las Intendencias Municipales podrán celebrar los con- 
tratos a que refiere el inciso primero dando cuenta do la 
respectiva Junta Departamental, y únicamente respecto 
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de actividades que se cumplirán dentro del territorio de 
su departamento, 


Art. 8%, - Los actos referidos en los artículos 2%, 3%, 
5? y 7 deberán asegurar la regularidad y continuidad de 
la actividad, el tratamiento igualitario a los terceros des- 
tinatarios y la razonable incorporación de las mejoras 
técnicas que pudieran ocurrir, así como adecuados pode- 
res de control por la Administración y su potestad de 
revocación o rescisión administrativa en caso de incum- 
plimiento. 


Art. 9% - El procedimiento para el otorgamiento 
de los actos unilaterales o bilaterales referidos en los 
artículos anteriores será el establecido con carácter ge- 
neral por las normas que regulan la contratación por 
estos organismos. 


Art. 10, - Derógase el apartado B del artículo 5” de 
la ley N* 16.211, de 1* de octubre de 1991, 


CAPITULO II 


DESIGNACION DE DIRECTORES DE 
ENTES AUTONOMOS Y 
SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 


Artículo 11.- Todos los miembros de los Directorios 
a que se refiere el artículo 12 de la ley N* 15,740, de 8 
de abril de 1985, serán designados conforme a lo dis- 
puesto por el inciso 1% del artículo 187 de la Constitu- 
ción de la República, reglamentado e interpretado por 
los artículos siguientes. 


Art, 12, - En la consideración de las solicitudes de 
venias formuladas por el Poder Ejecutivo y antes de 
cualquicr pronunciamiento, la Cámara de Senadores, a 
través de la Comisión que dctermine, realizará audien- 
cias a los efectos de formar opinión sobre la pertinencia 
de la postulación con las personas postuladas para inte- 
grar los Directorios. 


El reglamento interno de la Cámara de Senadores 
establecerá la Forma y condiciones de la realización de 
tales audiencias. : 


Art, 13, - Las condiciones técnicas a que alude el 
artículo 187 inciso primero de la Constitución de la 
República consistirán, primordialmente, en la versación 
sobre materias que específicamente integren la compe- 
tencia del organismo para cuya dirección se postula a 
una persona, 


Art. 14, - En la propuesta para integrar cualquicra 
de los Directorios de que se trata, con la excepción del 
Banco Central del Uruguay, el Poder Ejecutivo incluirá 
la de un miembro en cada Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado, seleccionado por el personal del mis- 


ES... 87 


88 -C.S. 


mo a través de una elección realizada por el sistema de 
sufragio directo, secreto, obligatorio y universal (en cl 
sentido de la participación de todos los funcionarios del 
respectivo organismo). El Poder Ejecutivo y la Corte 
Electoral reglamentarán lo pertinente para la aplicación 
de este artículo en un plazo de sesenta días. 


Los directores designados según lo previsto en esta 
disposición deberán reunir las mismas condiciones y ten- 
drán igual estatuto jurídico, que los demás miembros de 
los Directorios. 


Art. 15. - Se reglamentan los artículos 192 inciso 
final y 193 de la Constitución de la República, de acuer- 
do a las siguientes determinaciones: 


a) Dentro de los tres meses anteriores a la fecha en 
que debe tomar posesión de su cargo cl nuevo 
presidente de la República conforme al artículo 
158 de la Constitución de la República, todos los 
Directores comprendidos por las disposiciones que 
se reglamentan deberán rendir cuenta de su ges- 
tión al Poder Ejecutivo. Las rendiciones de cuen- 
tas deberán haber sido sometidas previamente a 
dictamen del Tribunal de Cuentas, y exista o no 
pronunciamiento de este órgano los Directores 
cumplirán con la presentación en plazo ante cl 
Poder Ejecutivo. 


b) Cuando la solicitud de venia de la Cámara de 
Senadores incluya personas que hayan sido ante- 
riormente directores de algún Ente Autónomo o 
Servicio Descentralizado, el Poder Ejecutivo de- 
berá acompañar la respectiva rendición de cucn- 
tas del nominado así como el dictamen produci- 
do al aspecto por el Tribunal de Cuentas. La 
ausencia de este requisito obstará al otorgamicn- 
to de la venia correspondiente. 


CAPITULO II 


DESCONCENTRACION DE LA GESTION 
DE LOS ENTES AUTONOMOS Y 
SERVICIOS DESCENTRALIZADOS 


Artículo 16. - Los Directorios o directores gencrales 
de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
del Capítulo I de la Sección XT de la Constitución, en su 
carácter de administradores superiores o rectores de los 
servicios a su cargo, son competentes para dirigir, plani- 
ficar y controlar la actividad de sus respectivos organis- 
mos. Les corresponde en tal carácter la definición de 
estrategias, planes y programas para obtener los objeti- 
vos y metas fijados en su materia, y el control de la 
gestión, de la calidad de Jos servicios prestados y del 
logro de los resultados previstos. 
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Son competentes para dictar los reglamentos, dispo- 
siciones gencrales, reglamentos singulares y directivas 
necesarias para el cumplimiento de los cometidos del 
organismo. Sólo dictarán las resoluciones que reficran a 
la situación funcional de los titulares de los órganos de 
nivel gerencial y las demás que les encomienden en 
especial la Constitución o las leyes. 


Art. 17. - Los órganos de nivel gerencial de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del Ca- 
pítulo Ide la Sección X1 de la Constitución, son compe- 
tentes para ejecutar los planes y cumplir los objetivos y 
metas definidos por los Directorios o Directores Gene- 
rales respectivos. Les corresponde en tal carácter dirigir 
la gestión operativa de los servicios, 


Son competentes para dictar todas las resoluciones 
necesarias para el cumplimiento de los cometidos del 
organismo, sin más excepciones que aquellas enuncia- 
das en el inciso segundo del artículo anterior y las que 
resulten del artículo siguiente. Los órganos jerarcas no 
podrán avocarse el dictado de aquellas resoluciones de 
competencia del nivel gerencial, sin perjuicio de su po- 
tostad de revisarlas mediando recurso de interesado, o 
aun de oficio cuando ello corresponda por derecho. 


Las resoluciones necesarias para el cumplimiento de 
los cometidos del organismo en departamentos del inte- 
rior de la República serán dictadas por órganos de nivel 
gerencial que tendrán su sede en cl respectivo departa- 
mento. Podrán establecerse órganos de nivel gerencial 
para agrupamientos de departamentos con sede en uno 
de ellos, cuando no se justifique su existencia en cada uno. 


Los Directorios, directores gencrales de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados podrán dispo- 
ner por reglamento que ciertas resoluciones puedan ser 
dictadas además por otros órganos inferiores al nivel 
gerencial, cumpliéndose siempre lo establecido en el 
inciso anterior. 


Art. 18. - Los cargos pertenccientes a la Gerencia 
Superior de los Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados scrán provistos por períodos de 5 años y por 
concurso de oposición y méritos y teniendo en cuenta la 
calificación de antecedentes funcionales entre los que 
sean funcionarios del respectivo Ente. El contrato se 
podrá renovar por un período, sin perjuicio del derecho 
del funcionario de presentarse al nuevo concurso y de- 
hcrá justificarse mediante una evaluación fundada de la 
gestión cumplida. 


En caso de no poder proveerse adecuadamente di- 
chos cargos con personal propio del ente, podrá llamar- 
se a concurso abierto, debiendo fundarse debidamente 
tanto las circunstancias que ameritan la utilización de 
este procedimiento, cuanto la provisión que en definiti- 
va se haga del cargo. 
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Cuando la provisión se haga con funcionarios públi- 
cos, tanto pertenecientes al Ente como ajenos al mismo, 
éstos tendrán derecho a reservar el cargo o contrato ori- 
ginal, 


Los contratos que se celebren con los funcionarios 
que ocupen cargos pertenecientes a la Gerencia Superior 
deberán contemplar objetivos y metas a alcanzar por los 
gerentes cn la áreas de su competencia y los indicadores 
idóncos para evaluar la gestión. El incumplimiento de 
los objetivos y metas fijados, podrá dar lugar a la resci- 
sión del contrato. 


Art. 19, -$El Poder Ejecutivo, por reglamento, podrá 
determinar otras resoluciones que serán originariamente 
adoptadas por el jerarca máximo, en todos los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados o en algunos 
de ellos, según los casos. 


Art. 20. - A los efectos de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, se entiende por: 


- reglamento, las normas generales y abstractas 
creadas por acto administrativo; 


- resolución, las normas particulares «y concretas 
creadas por acto administralivo; 


- — disposición general, las normas generales y con- 
cretas creadas por acto administrativo; 


- reglamento singular, las normas particulares y abs- 
tractas creadas por acto administrativo; 


- directiva, las normas que cstablecen pautas de 
oportunidad y conveniencia a tener en cuenta, 
que sc aplicarán o no en cada caso concreto se- 
gún sus singularidades, creadas por acto adminis- 
trativo. 


CAPITULO IV 


PLANEAMIENTO Y CONTROL DE GESTION 
DE LOS ENTES Y SERVICIOS INDUSTRIALES Y 
COMERCIALES DEL ESTADO 


Artículo 21. - Interprétase que los presupuestos de 
los Entes Industriales o Comerciales del Estado se pro- 
ycetarán y aprobarán con la estructura que prevé para cl 
Presupuesto Nacional el artículo 214 de la Constitución. 
A tales efectos, se consideran equivalentes a los “Inci- 
sos” presupuestales, las divisiones, departamentos o uni- 
dades que corresponden orgánicamente a los principales 
cometidos del respectivo Ente O servicio. 


El proyecto de cada presupuesto anual deberá conte- 
ner indicaciones con datos cuantitativos concretos. sobre 
el grado de cumplimiento de los programas aprobados 
en el presupuesto anterior, así como respecto de las can- 
tidades efectivamente aplicadas a dichos programas. 
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Art. 22, - Los presupuestos de los Entes Industriales 
o Comerciales del Estado (Constitución, artículo 221) 
deberán estar aprobados antes del comienzo del ejerci- 
cio económico correspondiente. Los Directorios respec- 
tivos, cl Poder Ejecutivo y el Tribunal de Cuentas debe- 
rán adoptar las medidas necesarias para asegurarlo, 


Los pronunciamientos del Poder Ejecutivo y de los 
Entes previstos en los incisos tercero y cuarto del artícu- 
lo 221 de la Constitución deberán producirse, respecti- 
vamente, en un término no mayor de treinta días. 


El Poder Ejecutivo deberá informar detalladamente 
a la Asamblea General, en su caso, las razones que 
impidieran el cumplimiento de lo dispuesto en este 
artículo, dentro de los treinta días siguientes al venci- 
miento del plazo de que se trate. 


Art. 23. - La Oficina de Plancamicnto y Presupuesto 
asistirá al Poder Ejecutivo en la formulación de políticas 
sectoriales, planes y programas a ejecutar por los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados Industriales y 
Comerciales, y en el contro! y coordinación de su ejecu- 
ción. 


A tal fin deberá formar las Comisiones Sectoriales 
que entienda necesarias, en las que existirá representa- 
ción de los Entes o Servicios de que se trate y de las 
organizaciones más representativas de sus funcionarios. 
Existirá también representación de las organizaciones de 
los destinatarios de los servicios, cuando sean razona- 
blemente representativas. 


Art. 24, - Las Comisiones Sectoriales referidas en el 
artículo 22 tendrán las siguientes atribuciones: 


a) dictaminar sobre los proyectos de presupuesto de 
los Entes Industriales o Comerciales del Estado 
previamente al asesoramiento que la Oficina de 
Plancamicnto y Presupuesto deberá brindar al Po- 
der Ejecutivo de conformidad con lo dispuesto 
por el inciso tercero del artículo 221 de la Cons- 
titución:; 


b) proyectar y someter a consideración del Poder 
Ejecutivo, por intermedio de la Dirección de ta 
Oficina de Plancamiento y Presupuesto, proycc- 
tos de ley, de reglamentos o de directivas, planes 
y programas, relativos a la gestión de los Entes y 
Servicios; 


c) proyectar y someter a consideración de los Di- 
rectorios o Direcciones Generales, por interme- 
dio de la Dirección de la Oficina de Planeamicn- 
to y Presupuesto, proyectos de reglamentos, dis- 
posiciones generales, reglamentos singulares o di- 
roctivas, planes y programas, relativos a los ser- 
vicios de sus dependencias: j 
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d) proponer al Poder Ejecutivo, por intermedio de 
la Dirección de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, el conjunto de indicadores que per- 
mitan evaluar la eficacia y eficiencia de los ser- 
vicios prestados por cada organismo y la calidad 
de su gestión administraliva; 


€e) procurar la coordinación de la gestión de los En- 
tes y Servicios con la de las demás entidades 
públicas y privadas, proyectando y proponiendo 
a quien corresponda, por intermedio de la Direc- 
ción de la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to, los actos que entienda adecuados para ello; 


f) evaluar permanentemente la eficacia y eficiencia 
de la gestión de los Entes y Servicios y la calidad 
de los servicios que prestan, sean ellos realizados 
directamente o a través de los actos y contratos 
previstos en los artículos 2%, 3%, 52 y 7?, de la 
presente ley, informando al Poder Ejecutivo por 
intermedio de la Dirección de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto a los efectos del artícu- 
lo 197 de ta Constitución; 


g) en general, informar y asesorar al Poder Ejccuti- 
vo por intermedio de la Dirección de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, sobre la gestión 
de los Entes y Servicios. 


CAPITULO V 


DESCENTRALIZACION TERRITORIAL, 
ECONOMICA Y SOCIAL 


Artículo 25. - La Oficina de Plancamicnto y Presu- 
puesto asistirá al Poder Ejecutivo en la formulación de 
políticas, planes y programas de desarrollo tendientes a 
la descentralización territorial económica y social. 


A tal fin deberá formar una o más Comisiones Sec- 
toriales según lo entienda necesario, en las que existirá 
representación del Congreso de Intendentes, de las em- 
presas públicas, y de las organizaciones más representa- 
tivas de los trabajadores y de los empresarios. Podrá 
existir también representación de organizaciones repre- 
sentativas de otros tipos de intereses sociales difusos. 


Art. 26. - Las Comisiones Sectoriales referidas en el 
artículo 24 tendrán las siguientes atribuciones: 


a) Coordinar actividades, formular recomendaciones 
o brindar asesoramiénto a cfectos de obtener la 
descentralización territorial económica y social; 


b) Impulsar la descentralización industrial y alentar 
la expansión agroindustrial cn conexión con cl 
desarrolle agropecuario; 
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c) 


d) 


e) 


g) 


h) 


5) 


k) 
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Coordinar programas y actividades del árca so- 
cial, formulando recomendaciones y brindando 
asesoramiento a efectos de asegurar un armónico 
acceso de la población a los referidos programas 
y actividades, de conformidad con la radicación 
de asentamientos humanos en el territorio nacio- 
nal o las necesidades que la política de desarrollo 
regional identifique; 


Coordinar las obras de infraestructura y comuni- 
caciones nacionales, departamentales o locales a 
efectos de obtener una económica conexión entre 
actividades productivas y núcleos poblados del 
territorio nacional; 


Promover la coordinación de las actividades de 
los gobiernos departamentales entre sí y de éstos 
con el resto del sector público; 


Coordinar programas y acciones, formulando re- 
comendaciones y prestando asesoramiento, a clec- 
tos de impulsar cl desarrollo de actividades pro- 
ductivas privadas en árcas del territorio nacional 
que, por su rezago productivo o demográfico, así 
lo requieran; 


Formular programas de desarrollo de las árcas 
fronterizas de la República; 


Coordinar programas y actividades, formulando 
recomendaciones y prestando asesoramiento, a 
efectos de la preservación de los recursos natura- 
les, el aprovechamiento del suclo, la adopción de 
tecnologías productivas y el armónico desarrollo 
de asentamientos humanos en el territorio nacio- 
nal; 


Promover la celebración de los contratos a que se 
refiere el artículo 72, como medio tendiente a los 
objetivos enunciados en los apartados anteriores; 


Proyectar y someter a consideración del Podcr 
Ejecutivo, por intermedio de la Dirccción de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, proyec- 
tos de ley, de reglamentos o de directivas, planes 
y programas, tendientes a la obtención de los 
objetivas enunciados en los apartados anteriores; 


Proyectar y someter a consideraciones de los go- 
biernos departamentales, por intermedio de la Di- 
rección de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, proyectos de decretos departamentales con 
fuerza de ley en su jurisdicción, de reglamentos o 
de directivas, planes y programas tendientes a la 
obtención de los objetivos enunciados en los apar- 
tados anteriores; 
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1) Proyectar y someter a consideración de los Direc- 
torios, Direcciones Generales o Consejos Dirccti- 
vos de los Entes Autónomos y Servicios Descen- 
tralizados, por intermedio de la Dirección de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, proyec- 
tos de reglamentos, disposiciones generales, re- 
glamentos singulares o directivas, planes y pro- 
gramas, tendientes a la obtención de los objetivos 
enunciados en los apartados anteriores. 


CAPITULO VI 
DEFENSOR DE USUARIOS Y CONSUMIDORES 
Sección 1 
Creación 


Artículo 27. - Créase el defensor de usuarios y con- 
sumidores para las Administraciones Descentralizadas, 
con la finalidad de asistir y asesorar a ta Asamblea Ge- 
neral, a las dos Cámaras, a las Comisiones Parlamenta- 
rías y a los integrantes de los órganos legislativos, en cl 
cumplimiento de sus funciones de control directo o indi- 
recto sobre la legitimidad, oportunidad, convenicncia y 
eficiencia de los actos y la gestión de los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados comprendidos en cl 
Capítulo 1 de la Sección XI de la Constitución (o indus- 
triales y comerciales). 


Podrá asistir y asesorar asimismo al Poder Ejecutivo 
y al Tribunal de Cuentas, a solicitud de dichos órganos. 
en el cumplimiento de los cometidos de control sobre 
los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados refe- 
ridos en el inciso primero que les conficran la Constitu- 
ción y las leyes. 


Quedan comprendidas en lo dispuesto por esta ley 
las entidades a que refiere cl artículo 188 de la Constitu- 
ción, las personas públicas no estatales y las personas 
respecto a quienes se hayan otorgado por los Entes Au- 
tónomos y Servicios Descentralizados del Capítulo 1 de 
la Sección XI de la Constitución (o industriales y comer- 
cialcs) los actos a que refieren los artículos'2?, 3" y $” de 
la presente ley. ] 


Sección H 
Atribuciones del Defensor 


Artículo 28, - El defensor tendrá las siguientes alri- 
buciones: 


a) Asistir y asesorar a los Órganos del Poder Legis- 
lativo y a sus integrantes, así como al Poder Ejc- 
cutivo y al Tribunal de Cuentas a su reguerimicn- 
to, en cl ejercicio de sus funciones de control 
referidas en el artículo 1?. 
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b) Realizar, de oficio, a petición o denuncia de inte- 
resado, o a requerimiento de los órganos o fun- 
cionarios a quienes asiste y asesora conforme al 
artículo 1%, cualquier investigación relativa a los 
servicios prestados por las entidades controladas 
referidas en dicho artículo 12. 


c) Recibir denuncias sobre la ilegitimidad, inoportu- 
nidad, inconveniencia o ineficiencia de los servi- 
cios prestados por las entidades controladas refe- 
ridas en el artículo 1%. En tal caso deberá oír los 
descargos de la entidad denunciada, antes de for- 
mular las recomendaciones que estime conveniente, 


d) Requerir a todos los órganos estatales y a las 
demás entidades referidas en cl artículo 1%, así 
como a particulares, los documentos, anteceden- 
tes, datos e informes que estime necesarios para 
llenar su cometido. 


e) Realizar inspecciones tendientes a verificar el ade- 
cuado funcionamiento de los servicios. Las enti- 
dades sujetas a control referidas en el artículo 1*, 
deberán permitir el acceso del defensor o de los 
funcionarios que él indique, a todas sus depen- 
dencías y a la documentación que estime necesa- 
ria para cumplir su cometido, para lo cual se re- 
querirá la orden judicial de allanamiento cuando 
corresponda por derecho. 


f) Preparar y promover los estudios e informes que 
considere convenientes para el mejor desempeño 
de sus funciones. 


g) Presentar anualmente un informe público ante la 
Asamblea Gencral y ante ambas Cámaras, en el 
que analizará la gestión cumplida con expresa 
mención de las recomendaciones y sugerencias 
formuladas y de su resultado. El informe podrá 
contener recomendaciones de carácter general. 
Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo 
aconseje, podrá brindar informes extraordinarios. 


h) Publicar, cuando lo estime conveniente, las reco- 
mendaciones formuladas o las conclusiones de 
los estudios realizados. 


Art, 29, - Cualquier persona podrá dirigir, en escrito 
fundado, quejas, denuncias o peticiones al defensor, 


Podrán rechazarse las quejas, denuncias o peticiones 
anónimas y las que denoten mala fe, falta notoria, futili- 
dad o trivialidad de fundamento. También podrán recha- 
zarse las que se presenten luego de vencido el plazo de 
scis meses contados a partir del momento en que se tuvo 
conocimiento de los hechos en que se funda. En todo 
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caso, se deberá fundar el rechazo, dando conocimiento 
al promotor. 


Admitida la queja, denuncia o petición, se procederá 
a realizar una investigación informal sumaria y rescrva- 
da, oyéndose en todo caso a la autoridad o entidad invo- 
lucrada, El resultado de la investigación, las recomenda- 
ciones formuladas y la respuesta de sus destinatarios se 
comunicarán a los interesados, salvo que el defensor 
entendiera que deben permanecer secretos por razones 
de interés público, 


Art. 30, - El defensor no podrá modificar, sustituir O 
revocar actos públicos o privados, imponer sanciones ni 
otorgar indemnizaciones. Podrá sin embargo sugerir la 
modificación de los criterios utilizados para dictarlos. 


Art. 31. - Como conclusión de cualesquiera de sus 
actuaciones, el defensor podrá formular recomendacio- 
nes tanto a los órganos controlantes como a las entida- 
des controladas referidos en el artículo 1'. 


Las recomendaciones formuladas por el defensor no 
tendrán carácter obligatorio, pero el destinatario deberá, 
dentro de los treinta días de notificado, dar cuenta por 
escrito al defensor de las razones que le asisten para no 
seguirlas. 


Cuando la cuestión planteada esté sometida a deci- 
sión jurisdiccional, el defensor se abstendrá de pronun- 
ciarse sobre el caso concreto, pero podrá formular reco- 
mendaciones sobre las cuestiones generales involucradas 
en el procedimiento. 


Art. 32. - Todas las actuaciones del defensor tendrán 
carácter reservado y confidencial, tanto respecto de Jos 
particulares como de los funcionarios, órganos o entida- 
des involucrados, sin perjuicio de lo dispuesto cn los 
apartados g) y h) del artículo 2? y del derccho de los 
involucrados de presentar sus descargos y articular su 
defensa antes de que la investigación se considere con- 
cluida. 


Art. 33, - El funcionario público que reqgucrido al 
efecto por el defensor, omiticre o rehusare sin causa 
justificada contestar los requerimientos de informes o 
facilitar el acceso a expedientes o documentación admi- 
nistrativa necesarios para la investigación, incurrirá cn 
el delito previsto cn el artículo 164 del Código Penal. 


El particular que requerido al efecto por el defensor, 
omitiere o rchusare sin causa justificada contestar Jos 
requerimientos de informes o facilitar el acceso a docu- 
mentación vinculada con las funciones referidas en cel 
artículo 1%, incurrirá en el delito del artículo 173 del 
Código Penal. 
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Sección HI 
Estatuto del defensor 


Artículo 34, - El defensor será designado por la 
Asamblea General por tres quintos (dos tercios) de votos 
del total de sus. componentes, por un término de sicte 
años, pudiendo ser reclecto por una sola vez, 


Para ser designado defensor se requiere título profe- 
sional o idoncidad equivalente que lo habilite para cl 
ejercicio de su función y las calidades requeridas para 
ser senador, 


Art. 35. - El cargo de defensor es incompatible con 
toda otra función dependiente del Poder Legislativo, del 
Pader Ejecutivo, del Poder Judicial, del Tribunal de Cuen- 
tas, del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de 
la Corte Electoral, de los gobiernos departamentales, 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, de una 
persona pública no estatal o de las demás entidades refe- 
ridas en cl inciso tercero del artículo 1%, con excepción 
en todos los casos de la enseñanza superior. 


"También es incompatible con cl ejercicio de cual- 
quier actividad privada que se relacione con sus funcio- 
nes. 


Art. 36. - El defensor deberá abstenerse, bajo pena 
de destitución e inhabilitación de dos a dicz años para 
ocupar cualquier empleo público, de formar parte de 
comisiones o clubes políticos, de suscribir manifiestos 
de partido, autorizar el uso de su nombre y, en general, 
ejecutar cualquier otro acto público o privado de carác- 
ter político, salvo el voto. 


Art. 37. - El defensor no podrá scr candidato a nin- 
gún cargo elcctivo si no han transcurrido dos años entre 
la fecha de su cese y la de la elección. 


Art. 38, - El Defensor, desde el día de su designa- 
ción hasta el de su cese, no puede ser arrestado, salvo en 
cl caso de delito infraganti y entonces se dará cuenta 
inmediata a la Asamblea General o a la Comisión Per- 
manente, con la información sumania del hecho. 


Art. 39, - Tampoco podrá ser acusado criminalmen- 
tc, desde el día de su designación hasta el de su cesc, 
sino ante la Asamblea General, la que, por dos tercios 
de votos del total de sus componentes, resolverá si hay 
lugar a la formación de causa y, en caso afirmativo, lo 
declarará suspendido en sus funciones y quedará a dis- 
posición del Tribunal competente. 


Art. 40. - El defensor jamás será responsable por 
las opiniones que formule o los actos que realice en cl 
desempeño de sus funciones, sin perjuicio de lo dispues- 
to por cl artículo 25 de la Constitución. 
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Art. 41. - El defensor no estará sujeto a mandato 
imperativo, ni recibirá instrucciones de ninguna autorj- 
dad, debiendo desempeñar sus funciones con plena auto- 
nomía y de acuerdo a su criterio. 


Art. 42. - La actividad del defensor no se interrum- 
pirá por el receso de las Cámaras, por su disolución de 
acuerdo a lo previsto en la Sección VII de la Constitu- 
ción o por la expiración de su mandato. En tales casos, 
la relación del defensor con el Poder Legislativo se rea- 
lizará a través de la Comisión Permanente. 


Art. 43. - El defensor cesará en su cargo por alguna 
de las siguientes causales: 


a) por muerte o incapacidad sobrevinicnte; 


b) por vencimiento del plazo de su mandato. Sin 
embargo, continuará en el desempeño de sus fun- 
ciones hasta que sea designado quien haya de 
sucederle en el cargo; 


c) por renuncia aceptada por la Asamblea General: 


d) por destitución dispuesta por la Asamblea Genc- 
ral por tres quintos de votos del total de sus com- 
ponentes, previo debate y conforme a lo dispues- 
to en el artículo 66 de la Constitución, por incpti- 
tud, omisión o delito en el ejercicio del cargo, 
por haber sido condenado por sentencia firme por 
delito doloso comctido fucra del ejercicio del car- 
go, O por la comisión de otros actos que afecten 
su buen nombre o el prestigio de la institución. 


Art. 44. - El defensor podrá designar los asesores y 
el personal necesarios para el ejercicio de sus funciones, 
de acuerdo con lo que oportunamente reglamento la 
Asamblea General y dentro de sus límites presupuesta- 
les. 


Inclúyosc al defensor para las Administraciones Des- 
«centralizadas en el régimen previsto por el artículo 20 de 
la ley N2 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la 
redacción dada por el artículo 40 de la ley N* 16,320, de 
1? de noviembre de 1992, con el límite de diez funciona- 
rios en comisión, simultincamente, 


«Art. 45. - Todo el personal dependiente del defensor 
se considerará asimilado, en cuanto a sus prerrogativas e 
incompatibilidades, al personal del Poder Legislativo. 


Art. 46. - Los asesores del defensor cesarán automá- 
ticamente en el momento en que asuma el nuevo defen- 
sor designado por la Asambica General. 


Art. 47. - La dotación del defensor será fijada por la 
Asamblea General, la que asimismo aprobará el. prosu- 
puesto necesario para cl funcionamiento del instituto. 
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que constituirá una partida dentro del Presupuesto del 
Poder Legislativo. 


CAPITULO VII 


NORMAS SOBRE TUTELA JURISDICCIONAL 
DE LOS DERECHOS DE LOS HABITANTES 


Artículo 48. - El derecho de todo habitante a la 
prestación, en forma continua, regular y adecuada al 
principio de igualdad, de los servicios ofrecidos al públi- 
co por entidades de derccho público o por sus concesio- 
narios o permisarios, está comprendido en el artículo 72 
de la Constitución de la República. 


La omisión, negativa, suspensión, interrupción o su- 
presión de la prestación de ese servicio a una persona 
determinada, ocurridos con ilegitimidad manifiesta, ha- 
hilitarán la deducción de la acción de amparo prevista 
en la ley N* 16,011, de 19 de diciembre de 1988. Scrán 
competentes los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en lo Contencioso Administrativo en Montevideo, y los 
Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior en 
su jurisdicción. 


Art. 49, - El derecho de todo habitante a conocer los 
documentos o actuaciones de la Administración pública, 
estatal o no estatal, que afecten o puedan afectar sus 
derechos o intereses legítimos, está comprendido en el 
artículo 72 de la Constitución de la República. 


El desconocimiento de ese derecho, por denegatoria 
expresa o ficta o aun por demora no razonable, ocurrido 
con ilegitimidad manifiesta, habilitará la deducción de 
la acción de amparo prevista en la ley N* 16.011, de 19 
de diciembre de 1988, Serán competentes los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Contencioso Admi- 
nistrativo cn Montevideo, y los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia del Interior en Su jurisdicción. 


Art. 50. - Se excluyen del derccho a que refiere cl 
artículo anterior, los documentos o actuaciones siguien- 
tes: 


a) los relativos a la defensa nacional y a las relacio- 
nes con otros Estados u organismos internacionales; 


b) los relativos al mantenimicnto del orden público 
y a la prevención y represión de delitos: esta últi- 
ma exccpción comprende sólo los documentos 
relativos a actuaciones en trámite, pero no los 
“que tengan que ves con actuaciones concluidas o 
con los antecedentes personales que las depen- 
dencias policiales tengan registrados sobre el in- 
teresado; 


c) los relativos a la adopción de decisiones gencra- 
les en materia de política tributaria. monctaria, 


C.S.- 93 


cambiaria de comercio interior y exterior y de la 
deuda pública; 


d) en general, los documentos o actuaciones cuyo 
conocimiento pueda frustrar u obstaculizar una 
acción administrativa proyectada o en trámite o 
causar lesión grave al derecho de terceros. 


El órgano jurisdiccional actuante mantendrá cn re- 
serva la información proporcionada por la Administra- 
ción para fundar la inclusión de la documentación de 
que se trate en una de las excepciones precedentes. Si la 
sentencia hicicra lugar a esa inclusión, podrá omitirse la 
expresión de sus fundamentos en cuanto sea necesario 
-para mantener el secreto de los documentos o actuacio- 
nes, y aquella información reservada será devuelta a la 
Administración que la proporcionó. 


Artículo 51. - Declárase, a los cfcctos del artículo 22 
de la ley N* 16.011, de 19 de diciembre de 1988, que los 
recursos administrativos y la acción de nulidad, previs- 
tos en la Sección XVII de la Constitución y sus regla- 
mentaciones, no constituyen medios judiciales O admi- 
nistrativos que permitan obtener el resultado previsto en 
el literal B del artículo 9% de csa misma ley. 


Art. 52, - Derógase el artículo 374 de la ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, 


Art. 53. - Sustitúyese el artículo 401 del Código 
General del Proceso por el siguiente: 


“ARTICULO 401. - SENTENCIAS CONTRA GO- 
BIERNOS DEPARTAMENTALES, ENTES AUTONO- 
MOS Y SERVICIOS DESCENTRALIZADOS EN GE- 
NERAL. Ejecutoriada una sentencia contra un gobierno 
departamental, Ente Autónomo o Servicio Descentrali- 
zado, el acreedor pedirá su ejecución mediante el proce- 
dimiento que corresponda. 

Si la sentencia condenare al pago de una cantidad de 
dinero líquida y exigible, se hará saber al Banco de la 
República Oriental del Uruguay que debe poner a la 
orden del órgano jurisdiccional interviniente, debitándo- 
la en cuenta del organismo condenado, una suma cqui- 
valente al monto de la'ejecución, a lo que debe provecr- 
se dentro del plazo máximo de diez días. Confirmada 
por el Banco la disponibilidad de la suma, sc librará 
orden de pago a favor del acreedor. 


Los órganos respectivos provccrán de inmediato lo 
necesario para que, con los recursos propios del gobicr- 
no departamental, Ente o Servicio, se cancele el crédito 
bancario que pudicra haber resultado, dentro del ejerci- 
cio. Si no fuera posible por ausencia de recursos, se 
incluirán en cl próximo presupuesto o rendición de cuen- 
tas en su caso las partidas necesarias para csa cancela- 
ción”. 
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NORMAS REFERIDAS 


ARTICULO 5. - APARTADO B DE LA 
LEY N? 16.211, (REFERIDO EN EL ARTÍCULO 10): 


Art. 5%, - Los organismos referidos en el artículo 
anterior (Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
del dominio comercial e industrial del Estado, con la 
excepción del Banco de la República Oriental del Urti- 
guay, Banco Central del Uruguay y Banco de Previsión 
Sacial): 


B) No desarrollarán actividades cuyos ingresos di- 
rectos no sean suficientes para cubrir los gastos y 
amortizaciones que aquéllas ocasionen, salvo que 
se cumplan los dos extremos siguientes: 


a) Que por resolución fundada del director o Di- 
rectorio del organismo y con aprobación del 
Poder Ejecutivo se juzgue que existen motl- 
vos suficientes para justificar la pérdida de 
TCCursos. 


b 


=— 


Que el organismo en su conjunto sea superavi- 
tario o, caso contrario, se lc otorgue por Icy 
un subsidio directo para tal actividad. En uno 
y otro caso se incluirá de modo explícito en 
los presupuestos el monto del subsidio inter- 
no o externo y en los informes, el resultado 
de las actividades deficitarias. 


ARTICULO 1% DE LA LEY N? 15.740, DE 8 DE 
ABRIL DE 1985 (REFERIDO EN EL ARTICULO 11). 


Artículo 1%, - Los Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados serán administrados de la siguiente forma: 


a) El BROU, cl BSE, el BHU, UTE, ANTEL, AN- 
CAP, AFE, y la ANP, por Directorios integrados 
pro cinco miembros designados conforme a lo 
dispuesto por el artículo 187 de la Constitución 
de la República; 


h) El BCU, OSE, PLUNA e ILPE, por Directorios 
compuestos por tres miembros designados con- 
forme a lo dispuesto por el artículo 187 de la 
Constitución de ta República. 


ARTICULO 20 DE LA LEY N* 15.903, DE 10 DE 
NOVIEMBRE DE 1987, EN LA REDACCION DADA 
POR EL ARTICULO 40 DE LA LEY N? 16.320, DE 1” 
DE NOVIEMBRE DE 1992 (REFERIDO EN EL AR- 
TICULO 43). 


Art. 20. - Autorízase el traslado de funcionarios 
de organismos públicos estatales y no estatales para 
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desempeñar, en comisión, tareas de asistencia dirccta al 
presidente de la República, ministros del Estado y legis- 
ladores nacionales, a expresa solicitud de éstos. 


ARTICULO 2 DE LA LEY N' 16.011, DE 19 DE 
DICIEMBRE DE 1988 (REFERIDO EN EL ARTICU- 
LO 50): 


Artículo 2%. - La acción de amparo sólo procederá 
cuando no existan otros medios judiciales o administra- 
tivos que permitan obtener el mismo resultado previsto 
en el literal B del artículo 9% o cuando si exislicren, 
fueren por las circunstancias claramente incficaces para 
la protección del derecho. Si la acción fuera manificsta- 
mente improcedente, el juez la rechazará sin sustanciar- 
la y dispondrá el archivo de las actuaciones. 


(El resultado previsto en el literal B del artículo 9% 
consiste en: la determinación precisa de lo que deba o 
no deba hacerse y el plazo por el cual dicha resolución 
regirá, si es que correspondiere fijarlo). 


ARTICULO 374 DE LA LEY N?* 16.170, DE 28 DE 
DICIEMBRE DE 1990 (REFERIDO EN EL ARTICU- 
LO5S5) 


Artículo 374. - Las disposiciones del decreto-le y 
N* 14,978, de 14 de diciembre de 1979, no serán apli- 
cables a aquellos procesos en los que sean parte las 
personas jurídicas de derecho público. (El decreto-ley 
N* 14,978 fue el que consagró el régimen de astrcintes 
para asegurar el cumplimiento de resoluciones judicia- 
les; fue luego sustituido por el régimen de los artículos 
374, 398 y 399 del Código General del Proceso, pero de 
cualquier manera el artículo 374 de la ley N* 16,170, 
cuya derogación ahora se propone, tiene el inequívoco 
propósito de excluir las medidas de conminación o as- 
tricción en los procesos a que refiere). 


Mariano Arana, Danilo Astori, Hugo Batalla, 
Carlos Bouzas, Leopoldo Bruera, Carlos Cas- 
sina, Reinaldo Gargano, José Korzeniak, Jai- 
me Pérez, Alberto Zumarán. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto fue elaborado en el seno de un 
grupo de trabajo intersectorial (“de Reforma del Esta- 


do”) compuesto por representantes de sectores políticos 


que apoyaron el voto por “Sí” en el Plebiscito del 13 de 
diciembre de 1992. 


Este grupo trabajó con gran intensidad en reuniones 
semanales ininterrumpidas desde febrero de 1993 hasta 
el día de la fecha, y fue presidido, de modo ejemplar. 
por el señor senador Dante Irurtia. 
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Todos sus miembros aportaron intelectualmente con 
seriedad y dedicación y procuraron -dentro de los lími- 
tcs de sus convicciones- la mayor amplitud de consenso. 
Lamentablemente no pudo lograrse acuerdo en tomo a 
un solo proyecto. El presente cuenta con el apoyo de los 
representantes del Partido por el Gobierno del Pueblo, 
Polo Progresista, Partido Demócrata Cristiano y Frente 
Amplio en tanto que los representantes del Foro Batllis- 
ta y de la Cruzada 94 coinciden en otro diferente. 


La principal discrepancia radicó cn el modo de en- 
tender y regular el principio gencral en materia de con- 
cesiones. Para nosotros, en las actividados que las leyes 
asignan expresamente a organismos estatales, es necesa- 
rio que los actos de permiso o concesión sean expresa- 
mente autorizados por la ley en cada caso; en tanto que 
en la opinión del Foro Baillista y la Cruzada 94, el 
principio es el opuesto: salvo en algunas actividades 
consideradas estratégicas, se faculta a la Administración 
a conceder a particulares la prestación de servicios que 
las leyes han puesto expresamente a cargo de organis- 
mos públicos, 


La posición aludida de los firmantes, está regulada 
en el capítulo 1% del proyecto que presentamos a la 
consideración de este cuerpo legislativo. Además de que 
nos parece que ese principio jurídico es el ya vigente, 
estimamos que el Cuerpo electoral, al rechazar los Arts, 
12 y 22 de la ley N* 16,200 en el plebiscito del 13 de 
diciembre pasado -que consagraba lo que fue popular- 
mente llamado “cheque en blanco” para concesionar los 
servicios- obliga al Parlamento a respetar esa posición. 
Desde luego que el principio referido no es aplicable en 
las previsiones del proyecto, a actividades conexas, ac- 
cesorias o auxiliares de cada organismo las cuales, como 
también ocurre actualmente, pueden ser ejecutadas por 
terceros sin necesidad de una ley especial que lo autori- 
ce (Art. 59; igualmente ocurre con la continuidad de las 
modalidades vigentes en la ejecución de obras públicas 
(Art. 43. 


u 


El proyecto considera de suma importancia dentro 
de una reforma del Estado, y con cl objeto de mejorar la 
eficacia y su eficiencia, que se perfeccione la forma 
como las empresas públicas están dirigidas y gestiona- 
das. En este sentido, se proponen varias innovaciones 
entre las cuales se destacan: 


“ a) mecanismo de audiencia, que regulará el Senado, 
cuando considere solicitudes de venias formuladas por 
el Poder Ejecutivo para la designación de directores, En 
tales audiencias con los candidatos postulados, el Sena- 
do podrá obtener elementos muy útiles para examinar 
con mejor conocimiento de causa la pertinencia de las 
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designaciones propuestas (Art, 12). El mecanismo de las 
audiencias ha sido utilizado con buen éxito en varios 
países; 


b) se reglamenta el concepto de “condiciones técni- 
cas” a que alude el Art. 187 de la Constitución (Art. 13); 


c) se establece la instrumentación práclica para el 
cumplimiento de los deberes de los directores de rendir 
cuentas al culminar su gestión, deberes que a pesar de 
estar establecidos en la Constitución, han tenido muy 
poco cumplimiento práctico (Art. 15); 


d) se incluye en el Directorio de cada Ente Autóno- 
mo o Servicio Descentralizado -con excepción dcl caso 
del Banco Central- la exigencia de que uno de los pro- 
puestos por el Poder Ejecutivo cuando solicita la venia 
del Senado haya sido seleccionado por el respectivo per- 
sonal, a través de una elección en sufragio con todas las 
garantías democráticas. No se trata, en rigor, de un re- 
presentante del personal, puesto que también intervic- 
nen en su designación los órganos políticos; estamos, en 
cambio, frente a un peculiar modo de selección de un 
director que compromete, por la manera como se origi- 
na su designación, el esfuerzo de los funcionarios en la 
responsabilidad de mejorar cl funcionamiento de la em- 
presa pública respectiva. 


] MI 


El proyecto procura desconcentrar la gestión de los 
Directorios, liberándolos de las decisiones que sean pu- 
ramente de ejecución u operativas, 


A tal efecto se regula la competencia en este último 
sentido de lo que el proyecto denomina Organos de Ni- 
vel Gerencial, estableciendo con precisión sus atribucio- 
nes, así como el Estatuto jurídico de quienes hayan de 
desempeñarse en esa escala funcional (Arts. 16 y si- 
guientes). Esta solución, además de dignificar un noto- 
rio mejoramiento y agilitación de la actividad del res- 
pectivo organismo, procura también “despolitizar” algu- 
nas decisiones operativas que, con frecuencia, han sido 
usadas con fines proselitistas. 


A 
e 
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El proyecto procura también la descentralización te- 
rritorial en materia económica y social, tratando de in- 
volucrar en planes de desarrollo de esa naturaleza tanto 
al gobierno central como a los gobiernos departamenta- 
les y además a los entes autónomos y servicios descen- 
tralizados. Con esta finalidad, se recurre institucional- 
mente a la figura de las “comisiones sectoriales”, que 
pueden ser formadas en la órbita de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto según las previsiones de nues- 
tra lexfondamentalis (Arts. 24 y siguientes). 
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El proyecto prevé la creación de la figura del Defen- 
sor de Usuarios y Consumidores. Como es sabido, en 
muchos países, con distintas denominaciones, se ha bus- 
cado institucionalizar una suerte de representante distin- 
guido de la sociedad civil (Ombudsman, o defensor del 
pueblo o mediatcur, etc.) que goce de un amplísimo 
respaldo y de una gran independencia. A tales fines se 
proyecta un especial estatuto jurídico y régimen de atri- 
buciones de esta muy importante figura que innovaría 
de manera muy saludable en nuestro país. (Arts. 26 y 
siguientes) 


vi 


Finalmente se proyectan normas para tutelar cl dere- 
cho de todos los habitantes a recibir correctamente la 
prestación de los servicios ofrecidos al público, así como 
también la facultad de conocer cualesquiera documen- 
tos o actuaciones de la Administración que puedan afec- 
tar sus derechos o intereses legítimos (arts, 47 y 48), 
estableciéndose respecto de este último los límites gene- 
ralmente aceptados (Art. 49). 


VI 


Los firmantes de este proyecto consideran que sus 
disposiciones básicas contribuyen a lograr un doble ob- 
jctivo, que estimamos coincidente con una racional in- 
terpretación del resultado del referido plebiscito del 13 
de diciembre pasado: por un lado, establecer controles 
racionales del parlamento sobre la Administración en 
materia de concesiones de servicios públicos, lo que no 
es síno una aplicación específica del clásico sistema de 
frenos y contrapesos, indispensable en el funcionamicn- 
to del principio de la separación de poderes. Todo lo 
cual es una especie de traducción técnica de lo que 
quiso el Cuerpo Electoral cuando rechazó los primeros 
artículos de la ley N* 16.200; por otro lado, el proyecto 
procura con el mismo afán, reformar el funcionamiento 
del Estado y de los organismos y empresas públicas, 
funcionamiento cuya manera actual de producirse no 
conforma a la enorme mayoría de la población urugua- 
ya, Creemos que este segundo aspecto también puede 
considerarse una correcta interpretación del proceso pre- 
vio, concotnitante y posterior del multicitádo plebiscito. 


Montevideo, 3 de junio de 1993, 


Mariano Arana, Danilo Astori, Hugo Batalla, 
Carlos Bouzas, Leopoldo Bruera, Carlos Cas- 
sina, Reinaldo Gargano, José Korzeniak, Jai- 
me Pérez, Alberto Zumarán. Senadores. 
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Carp. N* 1153/93 
Rep. N* 642/93 


PROYECTO DE LEY CON 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LOS 
SEÑORES SENADORES CARLOS W. CIGLIUTI, 
WALTER BELVISI, AMERICO RICALDONI, 

PABLO MILLOR Y DANTE IRURTIA 


PROYECTO DE LEY 
EMPRESAS PUBLICAS 
CAPITULO I - DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1? - Declárase el derecho de todo habitante 
al funcionamiento adecuado y eficaz de los servicios 
públicos y sociales (Art, 72 de la Constitución), y la 
obligación del Estado de asegurar su ejecución. 


Art. 2? - A los efectos de la presente ley, las condi- 
ciones técnicas a que alude el artículo 187 inc, 1? de la 
Constitución de la República, para la designación de los 
directorios y directores generales de los entes autóno- 
mos y servicios descentarlizados que no scan de carácter 
electivo, se entenderán referidas primordialmente, a los 
conocimientos que sean necesarios para cumplir adecua- 
damente con las tareas de dirección y administración de 
los mismos. 


Art. 32 - En la transferencia, concesión o permiso de 
cualquier actividad o cometido, funciones o patrimonio, 
ya sea parcial o total, de una persona de derecho público 
o una persona de derecho privado, deberá procederse en 
la siguiente forma: 


a) No podrán ser objeto de concesión, debiendo ser 
prestados directamente por entidades cstatales, las 
actividades cumplidas por medio de las actualos 
instalaciones destinadas a la refinación de potró- 
leo, las represas hidroeléctricas actualmente exis- 
tentes, y los servicios de telefonía básica, así como 
otros servicios públicos declarados estratégicos, 
mediante ley, por el Poder Legislativo, 


Si se tratase de attividades principales incluidas 
dentro del giro específico o de los cometidos del 
organismo se requerirá el asesoramiento previo 
de la Comisión Parlamentaria Especial cercada por 
el Art. 4? de la presente ley. 


b 


mr 


Art. 4 - Créase una Comisión Parlamentaria Espe- 
cial que tendrá los siguientes cometidos: 


A.- Emitir opinión afirmativa o negativa, en ambos 
casos fundada, con carácter previo a la adjudicación de 
toda concesión o permiso de servicios públicos que se 
proponga realizar el Poder Ejecutivo, así como en los 
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casos previstos en el Art, 188 de la Constitución. Dicha 
opinión deberá ser emitida dentro de los 30 días siguien- 
tes a la recepción de la correspondiente comunicación 
del Poder Ejecutivo y, si así no lo hiciere, se considerará 
que su pronunciamiento ha sido afirmativo. 


B.- Emitir, de oficio, a solicitud del Poder Ejecutivo 
o de cualquiera de las Cámaras del Poder Legislativo, 
opinión fundada sobre el cumplimiento de la ley Nro. 
16.211, de 10 de octubre de 1991 y de los artículos 1*, 
3%, y 14 a 17 inclusive de la presente ley. 


C.- Dictar ur reglamento interno que regule su fun- 
cionamiento. 


Art. 5* - La Comisión Parlamentaria Especial creada 
por el artículo anterior estará integrada por sicte legisla- 
dores electos al principio de cada legislatura de entre 
sus miembros, cuatro por la Cámara de Representantes y 
tres por la Cámara de Senadores. 


Art. 6% - Institúyese la Contraloría de Servicios Pú- 
blicos y Sociales que estará integrada por tres miembros 
designados por el presidente de la República en acuerdo 
con el Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara 
de Senadores otorgada sobre propuesta motivada en sus 
condiciones personales y reconocida solvencia en asun- 
tos vinculados con la competencia de la misma, por un 
númcro de votos equivalente a tres quintos de sus com- 
ponentes. 


El mandato de cada uno de los integrantes será de 
sicte años, pudiendo ser reclectos por una sola vez. 


Lo dispuesto en el inciso precedente es sin perjuicio 
de la facultad del Poder Ejecutivo de destituir a los 
integrantes de la Contraloría de Servicios Públicos y 
Sociales, por las causales establecidas en los artículos 
197, 198 y 77 (numeral 4%) de la Constitución y median- 
tc tos procedimientos que los mismos disponen. 


Art. 72 - Para ser miembro de la Contraloría de 
Servicios Públicos y Sociales se requiere tener título 
profesional, notoria trayectoria en la dirección o desem- 
pcño gerencial en la Administración Pública o en cm- 
presas públicas o privadas, o idoneidad equivalente que 
lo habilite para el ejercicio de su función y las calidades 
regucridas para ser Senador, 


La calidad de miembro de la Contraloría de Servi- 
cios Públicos y Sociales es incompatible con toda fun- 
ción dependiente de cualquier organismo público, perso- 
na pública no estatal o empresas concesionarias o per- 
misarias de servicios públicos con excepción de la Ense- 
ñanza Superior. 


La dotación de los miembros de la Contraloría será 
fijada por el presidente de la República actuando cn 
Consejo de Ministros, 
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Art. 8* - La Contraloría de Servicios Públicos y So- 
ciales tendrá los siguientes cometidos: 


a) Asesorar al Poder Legislativo en su función de 
control respecto del funcionamiento de los servi- 
cios públicos y sociales, sean éstos prestados di- 
rectamente por el Poder Ejecutivo, por entes au- 
tónomos, servicios descentralizados, personas pú- 
blicas no estatales, empresas de economía mixta 
o a través de concesionarios o permisarios, sin 
perjuicio de las facultades establecidas por el Ca- 
pítulo IV, Sección VI de la Constitución. 


b) Asesorar al Poder Ejecutivo, en su función de 
contralor, respecto del funcionamiento de los ser- 
vicios públicos y sociales, scan éstos prestados 
directamente por el Poder Ejecutivo, entes autó- 
nomos, servicios descentralizados, personas pú- 
blicas no estatales, empresas de economía mixta, 
o a través de concesionarios o permisarios, sin 
perjuicio de las facultades establecidas por la Sec- 
ción XI de la Constitución. 


c) Solicitar información a las autoridades públicas 
mencionadas en el literal a) de este artículo, a los 
gobiernos departamentalos, empresas de econo- 
mía mixta, o en su caso a los concesionarios o 
permisarios respecto de la prestación de servicios 
públicos y sociales que les fueran confiados. 


d) Recibir denuncias sobre el inadecuado o incficaz 
funcionamiento de los servicios públicos y socia- 
les mencionados en el literal a) de este artículo, y 
de los confiados a los gobiernos departamentalos, 
así como los que estos últimos presten por medio 
de concesionarios o permisarios, En tales casos 
deberá oír los descargos de la autoridad o empre- 
sa denunciada, antes de formular las recomendar 
ciones que estime convenientes. 


e) Realizar inspecciones tendientes a verificar el ade- 
cuado funcionamiento de los servicios públicos. 


f) Preparar y promover los estudios e informes que 
- e a mn 
considere convenientes para cl mejor desempeño 
de sus funciones. 


g) Pedir los informes que considere convenientes 
para el mejor desempeño de sus funciones tanto a 
los organismos públicos como a los particulares. 


h) Rendir anualmente un informe en cl que se anali- 
zará la gestión cumplida con expresa mención de 
las recomendaciones y sugerencias particulares 
formuladas. El informe podrá también contener 
recomendaciones de carácter gencral. 
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1) Publicar, cuando lo estime conveniente, las reco- 
mendaciones formuladas o las conclusiones de 
los estudios realizados. 


Art. 9? - La actuación de la Contraloría de Servicios 
Públicos y Sociales estará orientado a la defensa del 
consumidor, en procura de corregir las deficiencias de 
dichos servicios y de mejorarlos. Su actividad será indc- 
pendiente y sín perjuicio de los cometidos asignados al 
Tribunal de Cuentas (Arts, 210 y 211 de la Constitu- 
ción). : 


Art. 10. - El superior jerárquico que prohíba al fun- 
cionario a sus Órdenes responder a la requisitoria de la 
Contraloría de Servicios Públicos y Sociales, deberá ma- 
nilestarlo por escrito debidamente motivado dirigido al 
funcionario y a aquélla, En este caso, la Contraloría 
continuará sus actuaciones con el referido superior je- 
rárquico. 


Art. H. - Cualquier persona podrá dirigir, en escrito 
fundado, quejas o peticiones a la Contraloría de Servi- 
cios Públicos y Sociales, dentro del plazo de dos meses 
contados a partir del momento en que tuvo conocimicn- 
to de los hechos objeto de denuncia. Podrán rechazarsc 
las quejas o peticiones que denoten mala fc, falta noto- 
ria de fundamento o ser éste inútil o trivial, debiendo 
fundar el rechazo, del que se dará conocimiento al de- 
nunciante, 


Admitida la queja, se procederá a realizar una inves- 
tigación informal, sumaria y reservada, oyéndose en todo 
caso a la autoridad o empresa denunciadas. 


Art. 12. - Los miembros de la Contraloría de Servi- 
cios Públicos y Sociales no serán responsabilizados por 
las opiniones que formulen o los actos que realicen cn 
el desempeflo de sus funciones. 


Art. 13, - El Poder Ejecutivo brindará a la Contralo- 
ría de Servicios Públicos y Sociales cl personal y recur- 
sos necesarios para su funcionamiento. La Contraloría 
podrá requerir de la Administración Pública el concurso 
del personal que necesite para el cumplimiento de sus 
cometidos. 


CAPITULO II - CONDICIONES Y GARANTIAS 


Artículo 14 - El otorgamiento de concesiones o per- 
misos para el desempeño de servicios públicos, sin per- 
juicio de lo dispuesto en el Art, 3% de esta ley, se ajusta- 
rá a las siguientes condiciones y garantías: 


A) Se hará, mediante cl procedimiento de licitación 
pública (Art. 482 y siguientes de la ley N* 15.903, 
del 10 de noviembre de 1987; artículos 653 y 
655 de la ley N* 16,170, del 28 de diciembre de 
1990, y artículos 398 y 400 de la ley N* 16,320, 
de 9 de noviembre de 1992). 
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B) El contrato deberá establecer: 


a) El plazo de vigencia del mismo; 


b) Una mención expresa de que la fijación y 
vigencia de las tarifas dependerá de la homo- 
logación de las mismas por el Poder Ejecuti- 
vo, previo informe del órgano público conce- 
dente. Podrán establecerse fórmulas de ajuste 
paramétrico. 


c) El derecho del Poder Ejecutivo de controlar 
que los servicios sean prestados en forma con- 
tinua, regular y eficiente. 


d) El derecho del Poder Ejecutivo a la fiscaliza- 
ción de la gestión técnica, comercial y finan- 
ciera de la actividad del concesionario o per- 
misario, 


e) Las sanciones administrativas por el incum- 
plimiento del concesionario o permisario; 


f) Las facultades de control de la Contraloría de 
Servicios Públicos y Sociales, 


g) Las condiciones básicas en que el permisario 
o concesionario realizará la actividad, las mo- 
dalidades de la prestación, las inversiones mí- 
nimas y el calendario de las mismas, cl rógi- 
men tarifario o de precios y las condiciones 
de rescate, caducidad y revocación por in- 
cumplimiento. 


h) La enunciación precedente es sin perjuicio de 
las demás condiciones que se convengan. 


C) La concesión o permiso otorgados de conformi- 


dad con este artículo no comprende la facultad 
de expropiar. 


Esta será ejercida en todo caso por el Poder Eje- 
cutivo o por el Ente Autónomo o Servicio Des- 
centralizado, según corresponda. 


D) Las concesiones o permisos sin perjuicio de lo 


establecido en el artículo 4 de esta ley, requcri- 
rán para su perfeccionamiento, con carácter pre- 
vio, la resolución afirmativa de la autoridad en- 
cargada del cometido y la aprobación del Poder 
Ejecutivo fundada en razones de mérito y de le- 
galidad, 


E) El acto administrativo por el cual se adjudica la 


concesión de servicios públicos, así como el con- 
trato respectivo, serán publicados en cl Diario 
Oficial. 
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F) Cuando el contrato de concesión incluya la cons- 
tilución de derechos reales de uso, servidumbre o 
garantía sobre los bienes necesarios para la ex- 
plotación del servicio, los mismos no podrán con- 
venirse por un plazo que exceda al período de la 
concesión. 


Art. 15 - En los casos en que la contratación entre el 
Estado y el concesionario o permisario, incluya la enaje- 
nación de bienes a favor de éstos, se aplicará en lo 
pertinente el sistema de condiciones y garantías enume- 
radas en el artículo anterior. 


Cuando se tratare de Entes Autónomos o Servicios 
Descentralizados, la resolución del Directorio deberá con- 
tar con el voto favorable de cuatro integrantes cuando 
dicho Órgano se componga de cinco miembros y de la 
unanimidad cuando se componga de tres miembros. 


Art. 16 - Las normas contenidas en la presente ley 
no significan supresión de monopolios públicos. Los que 
requerirán texto legal expresa. Mientras existan los ac- 
tuales Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
no podrán, por vía de concesión, dejar de ejecutar total- 
mente los servicios hoy a su cargo. 


Art. 17 - El Poder Ejecutivo, los Entes Autónomos y 
los Servicios Descentralizados del dominio industrial y 
comercial del Estado, incentivarán la libre concurrencia 
de la gestión estatal con la iniciativa privada cuando 
ello sca conveniente o necesario para la mejor satisfac- 
ción de las necesidades y requerimientos de los usuarios 
y consumidores. En el otorgamiento de concesiones y 
permisos se procurará evitar situaciones de monopolio 
de hecho. 


Art, 18 - El Poder Ejecutivo reglamentará la presen- 
te ley y la número 16.211, de 10 de octubre de 1991, 
dentro de los ciento veinte días contados a partir del 
siguiente a su promulgación. 


Montevideo, 8 de junio de 1993. 


Américo Ricaldoni, Pablo Millor, Dante 
Irurtia, Carlos W. Cigliuti, Walter Belvisi, 
Senadores. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
EMPRESAS PUBLICAS 


A partir del 13 de diciembre de 1992, los represen- 
tantes de los sectores políticos que apoyaron la dero- 
gación de los artículos Nros. 1, 2, 3, 10 y 32 de la ley 
N* 16.211 constituyeron un ámbito formal de trabajo. 
Durante casi seis meses integrantes de los cuatro lemas 
con representación parlamentaria, estudiaron con espíri- 
tu constructivo diversas alternativas con el objetivo de ela- 
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borar un proyecto de reforma del Estado, que por enci- 
ma de las posiciones asumidas, sea capaz de transfor- 
marse en ley, con gran apoyo parlamentario. 


Se ha pensado en términos de eficacia y eficiencia, 
teniendo en cuenta al individuo como factor predomi- 
nante. 


Luego de las actuaciones cumplidas, los abajo fir- 
manies acordaron proponer al cuerpo el presente pro- 
yecto de ley. 


En primer lugar, declara el derecho al funcionamien- 
to adecuado y eficaz de los servicios públicos y sociales, 
ubicándose en la perspectiva de que el Estado constituye 
un instrumento al servicio de sus habitantes. 


En segundo término interpreta el artículo 187 de la 
Constitución de la República en lo que tiene que ver con 
condiciones técnicas requeridas a los Directores o Di- 
rectores Generales de Entes Autónomos y Servicios Des- 
centralizados. 


En lo que tiene que ver con la transferencia, conce- 
sión o permiso de actividades, cometidos, funciones o 
patrimonios, totales o parciales, de personas de derccho 
público a personas de derecho privado, se ha procurado 
reafirmar la participación del Estado en las actividades 
empresariales en que es necesaria, a la vez que se propi- 
cia la transferencia de algunas de estas actividades hacia 
la órbita privada, cn forma ordenada, siempre que se 
pueda lograr mayor eficiencia defendiendo el servicio y 
el patrimonio nacional. 


Corresponde destacar que hoy estos procesos se ri- 
gen por los Arts, 51 y 273 de la Constitución; por la Icy 
N* 15,903 y 16.170 y por el decreto 95/91, Mientras no 
se sancione una nueva ley al respecto, muchas de las 
actividades o bienes del Estado pueden ser privatizados 
sin intervención del Parlamento. 


Frente a la propuesta del Poder Ejecutivo de efectuar 
transferencias, concesiones o permisos, se establecen 
franjas de servicios públicos y sociales, donde unos re- 
quieren ley específica; otros, aun siendo actividades in- 
cluidas dentro del giro'o de los cometidos del organis- 
mo, pueden ser objeto de privatización mediante aseso- 
ramiento previo de la Comisión Parlamentaria Especial 
creada en el artículo 4* de la presente ley, 


La Comisión Parlamentaria Especial debcrá cmitir 
opinión afirmativa o negativa previo a la adjudicación 
de toda concesión o permiso que se proponga realizar el 
Poder Ejecutivo. De esta manera se garantiza un control 
directo y previo de que se perfeccionen los contratos O 
instrumentos de privatización, sin impedir la natural evo- 
lución del Estado pero aumentando la transparencia en 
los procedimientos. 
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Precisamente, se pretende establecer un marco regu- 
lador que, habilite ci concurso de la empresa privada en 
el desempeño de servicios públicos y sociales, pero sin 
que el Estado pierda su calidad de organismo al servicio 
de la comunidad, sin renunciar a sus poderes de control, 
regulación y garante de los derechos, 


Asimismo, el proyecto instituye como una nueva ga- 
rantía en nuestro medio, la que denomina “Contraloría 
de Servicios Públicos y Sociales”, integrada por tres 
miembros designados por el presidente de la República 
en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de 
la Cámara de Senadores por tres quintos de sus compo- 
nentes. 


La duración de su mandato, siete años con posibili- 
dad de reelección por un período, constituye un meca- 
nismo para situarlo al margen de la coyuntura política e 
independizar su designación de los eventuales cambios 
de la administración. 


Respecto de los cometidos del órgano cuya creación 
se propone, se pretende consagrar una solución que en- 
cuentra parangón en el derecho comparado, en los insti- 
tutos del “Ombudsman”, “Defensor del Pueblo” o “Co- 
misionado Parlamentario”. En la propuesta que se for- 
mula se le asignan, a grandes rasgos, a la “Contraloría 
de Servicios Públicos y Sociales”, cometidos: 


A) de asesoramiento a los Poderes Legislativo y Eje- 
cutivo, respecto del funcionamiento de los servi- 
cios públicos y sociales, aún cuando los mismos 
sean prestados a través de concesionarios o per- 
misarios. 


B) de investigación respecto de irregularidades y fa- 
lias en el funcionamiento adecuado de tales ser- 
vicios, aún cuando sean prestados a través de 
concesionarios o permisarios, tanto sea de oficio 
como a pedido de parte. En el caso de recibir 
denuncias, cuya sustanciación se regula, previén- 
dose una investigación informal, sumaria y reser- 
vada, deberá oír los descargos de la autoridad o 
empresa denunciada, antes de formular las reco- 
mendaciones que estime convenientes, Al menos 
una vez por año, deberá publicar un informe que 
hará mención a las recomendaciones y sugerca- 
cias formuladas. El informe podrá contener reco- 
mendaciones de carácter general. 


Corresponde destacar que la Contraloría de Servi- 
cios Públicos y Sociales actuará con el personal y recur- 
sos necesarios que le otorgue el Poder Ejecutivo, para 
su funcionamiento, Aquélla podrá requerir de la admi- 
nistración pública el concurso del personal que necesite 
para el cumplimiento de sus cometidos. 
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En Jo que refiere al otorgamiento de concesiones o 
permisos para el desempeño de servicios públicos se 
impone el procedimiento de licitación pública y una 
serie de condiciones que contendrán los respectivos con- 
tratos, tendientes al cumplimiento de las normas consti- 
tucionales (Art. 51) y, en general, el establecimiento de 
garantías de adecuado funcionamiento, 


En el caso de enajenación de bienes pertenecientes a 
Entes Autónomos o Servicios Descentralizados la reso- 
lución favorable deberá contar con mayorías especiales 
de los Directorios correspondientes. Del mismo modo, 
se hace hincapié en que las normas contenidas en el 
proyecto no significan supresión de monopolios públi- 
cos, lo que requerirá texto legal expreso. 


Montevideo, 8 de junio de 1993. 


Américo Ricaldoni, Pablo Millor, Dante 
Trurtia, Carlos W. Cigliuti, Walter Belvisi, 
Senadores. 


Carp. N* 469/91 
Anexo l al 
Rep. N* 642/93 


Nueva redacción del artículo 1 

Artículo 1* - Régimen jurídico. 

1. Los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos de carácter industrial y comercial (en adelante, los 
Entes) se regirán por el Derecho Privado, salvo en lo 
que la Constitución disponga expresamente otra cosa. 

2. La regla establecida en el numeral 1 no deroga las 
normas que confieren cometidos y poderes jurídicos a 
los Entes. 

3. Las cuestiones que se pudieran suscitar por la 
aplicación del numeral 1 serán consideradas y resucltas 


por la Suprema Corte de Justicia. 


4. Lo dispuesto en el numeral 1 entrará en vigor a 
los 120 días de la promulgación de esta ley. 
A 


Artículo final (transitorio). 

Los funcionarios de los Entes que tuvieran la calidad 
de tales al mantendrán el mismo régimen de estabili- 
dad laboral que a esa fecha les correspondía cn cada 
caso. 

Juan Carlos Blanco. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léanse los proyectos. 


(Se lecn) 
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-En discusión gencral. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: en circunstancias 
en que el Senado procede a ingresar a la discusión general y 
particular de los proyectos de ley sobre Reforma del Estado y 
Empresas Públicas que, como es sabido, oportunamente fuc- 
ron presentados a nivel del Senado y responden a la autoría, el 
primero de ellos, del señor senador Blanco; el segundo, de los 
señores senadores Arana, Astori, Batalla, Bouzas, Bruera, Cas- 
sina, Gargano, Korzeniak y Zumarán, y el último, de los seño- 
res senadores Belvisi, Cigliuti, Irurtia, Millor y Ricaldoni- nos 
vemos en la obligación política y parlamentaria de hacer algu- 
nas breves consideraciones con respecto al tema y a la situa- 
ción especial en que el Cucrpo se dispone a tratarlos. 


Más allá del elemento reglamentario, en el cual no vamos a 
introducirnos -aunque reconocemos su natural trascendencia- 
ya que oportunamente fue considerado a nivel de la Comisión 
de Constitución y Legislación integrada con la de Hacienda y 
fue objeto de distintas elaboraciones a los efectos de determinar 
de qué manera el Senado trataría estos tres proyectos de ley, 
porque de otra forma se estaría interfiriendo en la mecánica del 
trabajo parlamentario, al no encontrar una solución que unifi- 
que las tres iniciativas, queremos decir que el Poder Ejecutivo, 
en lo que hace a la conducción política de su trabajo en el país 
-y desde la campaña electoral de su titular y del sector partida- 
rio que lo acompañó- siempre tuvo la intención de proceder a 
realizar modificaciones trascendentes e importantes en la reali- 
dad y en la conformación del Estado, fundamentalmente, en lo 
que respecta al régimen relativo a las empresas públicas. 


En ese sentido, el Poder Ejecutivo en agosto de 1990, envió 
distintos proyectos de ley que procuraban suprimir monopolios, 
como par ejemplo, los relativos a la producción de alcohol, a 
los seguros, a los servicios portuarios, a las telecomunicaciones 
y a los casinos. Posteriormente, en abril de 1991, remitió una 
iniciativa sobre empresas públicas, que luego alcanzó la posibi- 
lidad de ser parcialmente considerado a nivel del Parlamento y 
aprobado. Dentro de ese esquema relativo a la modificación de 
la estructura total del Estado, también envió un proyecto de ley 
que pretendía reglamentar el régimen de la Seguridad Social, 
que luego fuera reiterado con algunas modificaciones, a pesar 
de que determinadas disposiciones fueron aprobadas dentro del 
último proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


Cabe resaltar, entonces, que lo que se señaló a nivel de la 
campaña electoral en el año 1989, se plasmó en distintas inicia- 
tivas. Asimismo, el Poder Ejecutivo consideró que la reforma 
de las empresas públicas era un elemento esencial y fundamen- 
tal en la obra de Gobierno que se encaraha a partir del 1* de 
marzo de 1990, 


El 13 de setiembre de 1990 el Poder Ejecutivo dirigió un 
Mensaje a la Asamblea General con la firma de todos los mi- 
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nistros integrantes del Consejo de Ministros, que contenía dis- 
tintas infciativas enmarcadas en un verdadero plan de reforma 
del Estado, tal como expresaba dicho Mensaje. En el mismo se 
señala que el país vivía desde hacía algunas décadas un estan- 
camiento en buena medida producto de la estructura estatal. Lo 
que en su momento sirvió, en las actuales circunstancias consti- 
tuye un freno para el progreso de la sociedad en su conjunto y 
el desarrollo del hombre en particular en toda su dimensión 
personal. El Estado, Ópticamente, no es un fin en sí mismo, 
sino un ser sometido. Este y las empresas públicas están para 
servir y no para ser servidos; no son sino instrumentos para el 
logro del bien común. 


El actual marco institucional en la materia ya no resulta 
apto para la consecución del fin debido; es necesario modili- 
carlo a los efectos de adecuarlo a las nuevas necesidades. 


Más adelante, en el Mensaje del Poder Ejecutivo se procura 
lograr un pronunciamiento eficaz y eficiente de las empresas 
públicas, conforme a una planificación racional, a mediano y 
largo plazo, y acorde a la política trazada por el Gobierno. Esto 
es relativo a las iniciativas que, según las califica el propio 
mensaje, integran el verdadero plan de reforma del Estado, En 
ese aspecto, es sabido el trámite parlamentario que estas pro- 
puestas deben tener, ya sea en la Cámara de Representantes O 
en la de Senadores. En su momento, la Ley de Empresas Públi- 
cas formó parte de la legislación del país. En esas circunstan- 
cias fue que se motivó, por medio de un debate parlamentario 
promovido contra esta ley, el recurso de referéndum que nues- 
tra Constitución habilita, De esta manera se aplicó este meca- 
nismo duf'ante el año 1992, en el que el 13 de diciembre se 
convocó a la ciudadanía para la impugnación de cinco de las 
disposiciones de la Ley de Empresas Públicas, que lucgo fue- 
ron derogadas. Esa campaña relativa a esta ley determinó que 
en el país existieran dos corrientes O alternativas desde el punto 
de vista político. Una estaba integrada por las fuerzas que de- 
fendieron las disposiciones cuestionadas, es decir, los artículos 
19, 22, 3%, 10 y 32 de dicha ley y que también procedió al 
mantenimiento de una línea en lo que hace a los criterios para 
alcanzar la reforma de empresas públicas y del Estado mismo. 


La otra corriente cuestionaba las cinco disposiciones, pero 
alcanzó mayor dimensión porque se consideró que estaba cn 
juego el tema total de la reforma del Estado, es decir, de su 
estructura en las distintas áreas comerciales e industriales, al- 
canzando también los elementos de carácter económico, lo que 
determinó dos alternativas que motivaron su planteamiento ante 
la opinión pública. Posteriormente la decisión mayoritaria de 
esta opinión pública llevó a que el 13 de diciembre se deroga- 
ran los artículos que se habían cuestionado. 


Brevemente queremos señalar que durante esa campaña re- 
lativa a la posibilidad de alcanzar el plebiscito, en varias opor- 
tunidades se expresó la conveniencia de la derogación de las 
disposiciones no solamente respecto a este tema, porque se 
trataba de una etapa crucial para los habitantes del país si no se 
procedía al recurso del referéndum. En esa ocasión, se señaló 
que los artículos tenían la característica de ser nefastos y sc 
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propuso emprender una nueva etapa, que era la de elaboración 
de la legislación adecuada para mejorar nuestro país. Esto se 
expresó en alguna de esas manifestaciones de carácter público 
por quienes conducían la corriente opositora a las disposiciones 
de la Ley de Empresas Públicas cuestionadas, 


También se dio a conocer que estaba en juego la visión 
general del país y del Estado así como la conducción de la 
sociedad y la política económica. 


Estrictamente se expresó que se plebiscitaban cinco artícu- 
los que eran la columna vertebral del país y la piedra angular 
de la concepción de este gobierno, por lo cual todo estaba en 
juego. Quiere decir que de esta literatura surgía con claridad 
que se iba mucho más allá del elemento perfilado en el orden 
de cinco disposiciones cuestionadas, ya que a ello se agregaba 
el tratamiento del tema político en la mayor dimensión posible 
en lo que hacía a la estructura del Estado y a la reforma de las 
Empresas Públicas. Por lo tanto, toda esa campaña determinó 
nítidamente dos orientaciones o posturas. 


Por parte del Poder Ejecutivo y de las Fuerzas Políticas que 
acompañaron el voto por no, se resolvió el acatamiento a la 
norma oportunamente aprobada y el sometimiento a las dirccti- 
vas que la misma aparejaba. Por otro lado, quienes cuestiona- 
ban la Ley de Empresas Públicas expresaban que más allá de 
las disposiciones en juego, estaba la realidad, el futuro del 
Uruguay y la bonificación de su estructura económica. En con- 
clusión, se dio lugar a dos planteamientos de carácter político 
perfectamente perfilados los cuales contaban con sus propias 
características y regulaciones en el orden a la normativa a 
aplicar, 


Del caso es que producido el acontecimiento del 13 de 
diciembre, de inmediato se procuró una solución conjunta por 
parte de quienes habían logrado la victoria con el voto afirma- 
tivo. Con respecto a ello, recordamos que el Foro Batllista se 
reunió con el Frente Amplio para analizar un proyecto alicma- 
tivo. En ese sentido, el 10 de febrero fue la fecha de convoca- 
toria, determinando en ese momento situaciones que también 
se perfilaban dentro de las fuerzas que habían sostenido cl voto 
por sí. Se trataba de orientaciones divergentes o mejor dicho 
diferenciales. Unos, en algunos aspectos, mantenían la idea de 
efectuar un análisis de toda la conducción política, mientras 
otros, sostenían la necesidad de dar respuesta a las disposicio- 
nes que habían sido derogadas a fin de cubrir los vacíos consi- 
guientes o, en su caso, alcanzar la posibilidad de un proyecto 
que reunicra las ideas de quienes habían sostenido el voto por 
sí. 


En este sentido, queremos destacar que dos de los proyec- 
tos que el Senado tendrá la posibilidad de analizar, hacen refe- 
rencias cxpresas a los trabajos realizados en procura de lograr 
un acuerdo, al que finalmente no se arribó. Por lo tanto, en las 
actuales circunstancias, y más allá de aspectos reglamentarios, 
nos vemos enfrentados a tres iniciativas que cel Cuerpo debcrá 
considerar. Á este respecto, el Herrerismo desea manifestar que 
sus ideas, sus propósitos y su voluntad fueron recogidos en los 
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proyectos que oportunamente fueron enviados a consideración 
del Parlamento, Algunas de esas ideas, de esos objetivos, de 
esas preocupaciones y algunas formulaciones de esas volunta- 
des se plasmaron en la Ley de Empresas Públicas, parte de la 
cual fue derogada. Las restantes disposiciones fueron aproba- 
das a nivel de una de las ramas parlamentarias, por lo que no 
tuvicron la posibilidad de tener rango legal. 


Por otra parte, el Herrerismo quiere dejar constancia de que 
todo lo que debía hacer con relación a la reforma del Estado y 
de las empresas públicas, lo ha realizado y ha formulado las 
propuestas que entendió del caso. Frente a estas circunstancias, 
pues, entiende que su actitud no tiene que ser Otra que la de 
expectativa, No obstante, no abandona su propósito de que el 
Estado alcance mayor modernización, y tampoco desiste de su 
decisión de trabajar por alcanzar las mejores soluciones en lo 
que hace al Estado en sí mismo y a sus empresas públicas. 
Reiteramos que se mantiene en una actitud de expectativa res- 
pecto a los proyectos que se presentaron, entre otras cosas 
porque comparte lo señalado por el señor presidente de la Re- 
pública durante la campaña por el plebiscito. Decía el doctor 
Lacalle Herrera que si ganaba el “Sf” estaba dispuesto a esc- 
char, a sugerir y a recibir sugerencias, pero que también la 
oposición tendría que ponerse de acuerdo y dar una respuesta al 
Gobierno. Agregaba: “El país les va a decir, bueno, ustedes 
estuvieron juntos en el “sí” porque comparten una visión distin- 
ta. Entonces, espero que, por medio del Partamento o por la vía 
que deseen, traigan una solución o, de lo contrario, dejaremos 
las cosas como están”. Permanentemente el titular del Poder 
Ejecutivo ha manifestado esa postura, que también es la nues- 
tra en el Senado de la República en momentos de entrar a la 
consideración de estos proyectos de ley, Hacemos nuestras es- 
tas expresiones y las reiteramos, al igual que lo hizo el señor 
presidente de la República hace pocos días en una' audición 
radial, Esto demuestra la absoluta coincidencia en tos proccde- 
res en cuanto a la reforma del Estado y de sus empresas públi- 
cas; en definitiva, a la voluntad de cambio que el país reclama. 
No obstante ello, continuamos sosteniendo la posición polílica 
que siempre hemos enunciado, en el sentido de que si las solu- 
ciones que planteamos no dieron satisfacción a la mayoría de 
las fuerzas que integraron el voto por el “Sí”, es del caso que a 
un proyecto se le debe oponer otra iniciativa. Es por esta razón 
que reclamamos unidad en la materia, porque creemos que no 
es conveniente que se hayan planteado distintas iniciativas que, 
en más de un caso y al margen del propósito de reforma de las 
empresas públicas, contienen elementos de evidente contradic- 
ción. 


Asimismo, queremos señalar que en esto hay una actitud 
pragmática del Herrerismo, como ha sido tradicional en el sec- 
tor desde su aparición en el escenario político del país y funda- 
mentalmente durante los años 1917-1918, cuando el doctor 
Luis Alberto de Herrera se definió ideológica y políticamente, 
inclusive, dentro del propio Partido Nacional. Reiteramos que a 
partir de ese momento hemos venido actuando con un sentido 
práctico que va más allá del respeto que tenemos por nuestras 
ideologías 
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No deseamos -y somos conscientes de que este es un pro- 
blema bastante común, sobre todo en América Latina- que el 
tema se limite a una simple discusión y a la formulación de 
ídcas, puesto que de ese modo no alcanzaremos una solución 
práctica, acordada y útil para el país. Tenemos la esperanza, 
pues, de que se actúe en este sentido. 


Frente a las soluciones que se planteen -naturalmente, con 
las características que hemos enunciado en lo que tiene que ver 
con una unidad en lo que hace a la presentación de proyectos- 
decimos que en el debate parlamentario vamos a procurar apor- 
tar todos los elementos necesarios porque, por encima de todo -y 
esta es otra consideración de carácter político- al igual que 
todos los parlamentarios, nuestra preocupación es servir al país, 


No creemos que el tema deba circunscribirse, simplemente, 
a un juego intelectual o de manejo ideológico. En esto debe- 
mos tener presente que el mundo entero ha cambiado radical- 
mente en lo que hace a sus estructuras y, fundamentalmente, a 
su ideología. 


No queremos dejar pasar la oportunidad de destacar algunas 
manifestaciones que se hicieron en un sentido pragmático y 
realista, 


A continuación, vamos a reiterar palabras que, con referen- 
cía a estos temas que considerará el Senado y que desde hace 
mucho tiempo se vienen manejando en todo el país, pronunció 
el señor Fidel Castro en La Paz, Bolivia. 


El lunes 9 de agosto, en el Hotel Plaza, de la ciudad de La 
Paz, y al explicar la apertura económica que se ha puesto en 
marcha en Cuba, Fidel Castro decía: “Efectivamente, nosotros 
cn Cuba hemos hecho apertura a la inversión de capital extran- 
jero, principalmente en forma de empresas mixtas, Esas empre- 
sas mixtas llegan hasta el 50% de parte y parte, aunque por 
excepción algunas empresas extranjeras puedan tener un por- 
centaje mayor. Tal actividad comenzó, fundamentalmente, por 
las inversiones en turismo; pero hay un amplio campo de acti- 
vidades en el que se pueden hacer esas inversiones, Allí donde 
nosotros necesitemos tecnología, capital y mercado, podemos 
trabajar perfectamente en cooperación con empresas extranje- 
ras, El control de las empresas lo mantiene, fundamentalmente, 
el país. Pero como en algunas actividades el extranjero tiene 
más experiencia que nosotros, entonces hemos preferido que en 
una primera etapa, él administre las empresas, -porque tienen 
más conocimiento y más experiencia- mientras tanto nuestro 
personal se prepara. 


Efectivamente, hay una apertura extranjera muy bien defi- 
nida y muy bien analizada para podcr llevar a cabo el desarro- 


¿Mo del país que, las actuales condiciones, con el derrumbe del 


campo socialista y el bloqueo incremento del bloqueo econó- 
mico de Estados Unidos, no nos brinda posibilidades de hacer- 


»” 


lo”. 


Reiteramos que estas son palabras pronunciadas el día 9 de 
agosto por un hombre que tiene más que experiencia y derecho 
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para Opinar sobre temas como el que ahora estamos conside- 
rando. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra porque he sido aludi- 
do. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para contestar una alusión, tienc 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor presidente: considcramos que 
el señor senador Santoro nos ha aludido políticamente, en la 
medida en que ha hecho referencia a la posición mantenida por 
el Foro Batltista, Por lo tanto, quiero hacer, de la manera más 
serena, las siguientes reflexiones. Se insiste en decir que cuan- 
do abordamos la instancia del plebiscito del 13 de diciembre, 
quienes estábamos a favor del “Sí”, nos compromctimos a plan- 
tear una solución conjunta, unitaria o coincidente. 


Eso es absolutamente falso, señor presidante, y debe quedar 
totalmente aclarado, 


SEÑOR CADENAS BOIX, - El señor senador no dijo eso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quien desce interrumpir, debe 
dirigirse a la Mesa. 


Puede continuar el señor senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO. - Además, cuando se exigen solucio- 
nes unitarias a la oposición, donde es más evidente que se 
manifieste la pluralidad, el Gobierno debería empezar por pre- 
gonar con el ejemplo respecto de todos los actos, tanto legisla- 
tivos como de administración. - 


Quiere decir que desde ese punto de vista, esta exigencia de 
unificación de posiciones en la oposición debería ser prodicada 
primero dentro de sus propias filas, para lucgo manifestarla de 
otro modo. 


Todos conocemos -lo escuchó el país entero- la posición 
que asumió, fundamentalmente, el sector que representa el se- 
ñor presidente de la República durante la campaña electoral. 
Por otra parte ¿quién puede desconocer la legitimidad del pro- 
nunciamiento electoral? Pero ocurre que cuando se llega a es- 
cribir, artículo por artículo, las soluciones que, globalmente o 
por programa, se habían proyectado, el pueblo, por una mayo- 
ría superior a la lograda en las urnas, se las rechaza, 


Entonces ¿esto cierra el camino? ¿Da lugar que digamos 
que era la única solución que teníamos y punto? 


En esto, el Foro Batllista tiene una conducta transparente, 
clara, sólida y limpia. 


En esta misma Cámara dijimos, respetando todas las posi- 
ciones que son legítimas en lo que fue todo cl trámite de la ley 
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en ambas Cámaras, que no íbamos a votar los cinco artículos 
que, posteriormente, fueron cuestionados y derribados por la 
voluntad popular. 


¿No fue un acto de coherencia? ¿Hubiera sido coherente 
que en el plebiscito hubiéramos apoyado normas que en cl 
ámbito legislativo no habíamos sancionado? 


Al respecto, fuimos, y quisimos ser tan serios que, antes 
que se realizara el plebiscito dimos nuestra solución alternati- 
va, presentando un proyecto que hicimos conocer por todos los 
medios disponibles, incluso, realizando volanteadas por todo el 
país. Dicho proyecto fue enriquecido luego con aportes que 
hizo otro grupo del Partido Colorado, la Cruzada 94. Eso de- 
mostraba, frente a una mala solución, la voluntad de plantear 
otra que, cuestionada o no, tímida o no, profunda o no, desde 
nuestro punto de vista era un mejor intento en cuanto a la 
transformación de las empresas públicas, planteada por el Go- 
bierno y que todos adverlíamos, pocos días antes del plebiscito, 
que iba a ser derogado. 


Es verdad que posteriormente, a pocas horas de realizado el 
plebiscito, el Foro Batllista toma la iniciativa frente a todos los 
grupos del espectro político que habían acompañado el “Sí” y 
presenta un programa de discusión. También es verdad que no 
obtuvimos consenso, por una razón muy clara y que a nadic le 
puede llamar la atención: cl Frente Amplio no está en el Foro 
Balllista, ni viceversa. Si fuéramos una misma cosa, hubiése- 
mos presentado una solución conjunta. ¿No está eso dentro del 
juego democrático? ¿No responde a realidades políticas e ideo- 
lógicas? Sin embargo, cuando lo traemos a este ámbito, es para 
que lo discutan y lo resuelvan -como se hace frente a cualquier 
solución legislativa- democráticamente, las-mayorías. 


Entonces, no puede servir, señor presidente, el pretexto de 
lo que sucedió, para rchuir la discusión y sanción de una Icy 
que oculte todo aquello que, por voluntad legítima de la ciuda- 
danía y por mayoría aplastante, el pucblo rechazó y que, por 
otra parte, tenemos cl deber de subsanar, correspondiendo a ese 
mandato emanado del pronunciamiento popular. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para contestar una alusión, tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: según tengo cn- 
tendido, comenzamos la sesión en un orden diferente al acor- 
dado en el seno de la Comisión, donde se había planteado que 
el señor senador Blanco hiciera una proposición metodológica 
de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desca aclarar que 
cuando se inició la sesión, ningún integrante de la Comisión de 
Constitución y Legislación lc había avisado que existicra esc 
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acuerdo previo. Entonces, cuando el señor senador Santoro pi- 
dió la palabra, la Mesa se la dio. Posteriormente, el señor 
senador Blanco se aproximó a la Mesa, informando sobre esa 
situación, por lo que, a continuación, la Presidencia pensaba 
darle la palabra. 


Puede proseguir el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Como se comprenderá, la declara- 
ción política realizada por el señor senador Santoro, en nombre 
del Herrerismo, nos obliga a situar nuevamente nuestro plan- 
teamicnto en torno al tema a consideración del Senado. 


Naturalmente, todos los sectores políticos, no desde 1990, 
sino desde antes, ya que durante toda la Administración pasada 
se discutió cl tema de la reforma del Estado, tienen opiniones 
muy Claras en torno a sus propuestas con relación a las modifi- 
caciones estructurales que pretenden para el funcionamiento de 
la Administración y de las empresas públicas. 


Efectivamente, el Poder Ejecutivo planteó su alternativa 
logrando, a través de su alianza con otros sectores parlamenta- 
rios que no pertenecen al Herrerismo, la-sanción de la llamada 
Ley de Empresas Públicas y que, desde el momento mismo de 
su sanción, advertimos que la íbamos a impugnar a través del 
recurso de la iniciativa popular. Finalmente, cinco artículos 
vertebrales -como dijo muy bien el señor senador Santoro- 
fueron impugnados y se logró que el 72% del electorado que 
concurrió a la convocatoria para pronunciarse sobre la vigencia 
o no de estas normas, votase por su anulación. Ello se logró 
luego de un trámite muy prolongado, cuando una comisión de 
ciudadanos, integrada por distintos sectores políticos y por re- 
presentantes del movimiento sindical y social, plantcó la inicia- 
tiva, primero, a través de la recolección de firmas, luego, por 
medio de una convocatoria para el 5 de julio y posteriormente 
para el 1% de octubre. Todo esto nos dio la posibilidad de que el 
conjunto de la ciudadanía fuera convocada para decidir, 


El resultado del 13 de diciembre fue aplastante, contunden- 
tc e indiscutible en tomo a la no vigencia de esta propuesta 
privatizadora y -tal como la llamamos en su oportunidad- ex- 
tranjerizante, de una parte decisiva del patrimonio nacional. 


Desde el comienzo del debate en torno a este tema, se han 
presentado distintas propuestas. En la Legislatura pasada, cl 
Frente Amplio planteó una iniciativa global sobre la reforma 
del Estado. También lo hizo en el presente período junto con 
integrantes de otros sectores políticos, es decir, los señores 
senadores del Nuevo Espacio, y algunos del Foro Batllista, 
cuando presentó el famoso proyecto conocido como “el de los 
dicz senadores”. Esta iniciativa contó con la firma del scñor 
senador Zumarán y de cuarenta y tres señores representantes. 
Esta propuesta fue paralela a la que realizó el Poder Ejecutivo, 
que fuc debatida en el seno de ambas Cámaras, y no tuvo 
oportunidad de ser considerada por el Senado ni por la Cámara 
de Representantes. 
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Luego de la victoria del 13 de diciembre, asumimos nuestro 
compromiso de plantear una alternativa de reforma del Estado 
y conseguir los más amplios acuerdos para llevarla adelante. 
No lo logramos con el Foro Batilista, que era una de las fuerzas 
que propugnaba la presentación de un proyecto de ley; tampo- 
co fue posible con la Cruzada 94. De esta mancra, presentamos 
una propuesta que, a nuestro juicio -por supuesto que esto puc- 
de ser controvertible- es la más acabada en torno al tema de la 
reforma de] Estado. Esta iniciativa contó con la firma de legis- 
ladores del Polo Progresista, del Partido por el Gobierno del 
Pueblo, del Partido Demócrata Cristiano y del Frente Amplio. 


Este debate político que se suscita hoy en el Senado de la 
República, es consecuencia de las manifestaciones del señor 
presidente de la República, quien ha hecho un planteamiento 
muy peculiar al indicar que, a su juicio, correspondía que todos 
los que habían votado por “Sí” debían presentar un único pro- 
yecto. Pero, eso es lo que piensa el señor presidente de la 
República. Afortunadamente, en este país, los presidentes de la 
República pueden brindar su opinión pero, normalmente, éstas 
pueden ser controvertidas y no aceptadas por la ciudadanía. Por 
ejemplo, el pronunciamiento contundente del 13 de diciembre 
demostró que había un 72% de los ciudadanos que no estaban 
de acuerdo con lo manifestado por el presidente de la Repúbli- 
ca. 


Este debate político va a probar que hay otras propuestas 
que serán dcbatidas en el Senado y que, cn caso de alcanzar 
mayoría, serán sancionadas; de lo contrario, serán analizadas 
en la próxima contienda electoral y el pucblo va a decidir cuál 
acompaña. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: la Comisión de Cons- 
titución y Legislación integrada con la de Hacienda, me enco- 
mendó que al comienzo de las deliberaciones en la tarde de 
hoy, brindara un breve informe verbal relacionado con una 
sugerencia de procedimiento con respecto al tratamiento del 
lema. 

Las Comisiones integradas, desde que se planteó la realiza- 
ción de esta sesión hasta cl día de hoy, celebraron dos sesiones, 
en las cuales se procuró elevar al Senado alguna sugerencia o 
recomendación acerca de los procedimientos en consideración. 
Sin embargo, ello no fue posible en virtud del escaso tiempo 
disponible. Concretamente, no se pudo hacer una recomenda- 
ción sobre el fondo del tema, es decir, los tres proyectos de ley 
que cl Senado decidió considerar en la tarde de hoy. Por lo 
tanto, este informe, en realidad, es una sugerencia de procedi- 
miento y no avala ninguno de los proyectos de ley presentados, 
Tan sólo tiene el ánimo de contribuir a un mejor ordenamiento 
del debate. 


En electo, al haber tres iniciativas en consideración,po- 
drían imaginarse distintas formas de análisis, por ejemplo, en 
orden cronológico o siguiendo una lista de las materias comu- 
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nes que éstas contienen. También se propuso pasar de' una 
discusión general a una particular de cada uno de los proyectos 
de ley. 


La Comisión me encomendó que transmitiera al Senado la 
sugerencia de que el tema fuera tratado en un régimen de 
discusión general, durante el cual los señores senadores ten- 
drían total libertad de hacer referencia en forma global al tema 
de reforma del Estado y empresas públicas, así como también a 
los tres proyectos de ley presentados. De esta manera, se po- 
drían señalar concordancias, discrepancias, similitudes o dife- 
rencias y realizar un intercambio de opiniones genérico en régi- 
men de discusión general sobre las tres iniciativas y, al mismo 
tiempo, sobre el tema abstracto de fondo relativo a la reforma 
del Estado y de las empresas públicas. Al final de este debate, 
el Senado estaría en condiciones de decidir cuál es el camino 
más apropiado a seguir. 


En consecuencia, habría una primera ronda general de opi- 
niones sobre los tres proyectos de ley -marcando las diferen- 
cias, concordancias o similitudes entre ellos- así como también 
en torno a la reforma del Estado y de las empresas públicas. 
Posteriormente, el Senado deberá pronunciarse acerca de si 
desea que el tema sea examinado nuevamente en Comisión, o 
si prefiere estudiar uno de los proyectos o todos ellos en algún 
orden determinado. La sugerencia de la Comisión no se extien- 
de a este punto. El Senado, en un momento, a la luz de la 
discusión realizada, deberá determinar los pasos futuros, Insisto 
que la recomendación que traemos es con esfuerzo para contri- 
buir al mejor orden posible del debate. 


Por otra parte, desco señalar que me reservo la oportunidad 
de dar mi opinión sobre el fondo del tema ya que, en este 
momento, simplemente he procedido a cumplir con el encargo 
que me efectuaron las Comisiones integradas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El tema es tan confuso y original 
que la Presidencia tiene aquel sentimiento que solía expresar el 
doctor Juan Vicente Chiarino, es decir, de perplejidad, palabra 
que éste utilizaba mucho en sus apariciones públicas al finali- 
zar el régimen de facto. 


Creo que se puede realizar una discusión general, pero cuan- 
do sea el momento de votar, no lo podremos hacer en general 
sino respecto de un proyecto de ley. El reglamento no habilita 
otro procedimiento. Por lo tanto, una vez finalizada la discu- 
sión general, el Senado deberá resolver sobre qué proyecto de 
ley recae la votación en general y, si ésta resulta afirmativa, 
pasaremos luego a la discusión particular de dicha iniciativa, 
La Presidencia no advierte otra forma posible de proceder. 


SEÑOR RICALDON! - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Tal como lo indicó hace unos ins- 
tantes el señor senador Pozzolo, debo señalar que una de las 
razones por las cuales hemos apresurado el trámite de conside- 
ración de normas complementarias o sustitutivas a las actual- 
mente vigentes en matería de empresas públicas, deriva de las 
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manifestaciones del señor presidente de la República, por todos 
conocidas. Lamentablemente, éstas no se ajustan a la realidad 
de los hechos ocurridos. No quiero ingresar en consideraciones 
ajenas al tema central de la sesión del día de hoy. 


Nos sentimos muy bien representados por los conceptos 
vertidos por el señor senador Pozzolo en su intervención ini- 
cial, contestando una obvia alusión política de otro señor sena- 
dor integrante de la bancada de gobierno. Sin embargo, me 
parece que es bueno insistir una vez más -por supuesto, hablo 
solamente en nombre de mi sector político- en que ninguna de 
las fuerzas que contribuyeron a conformar el 72% que derogó 
cinco artículos de la Ley de Empresas Públicas se comprome- 
tió, ni pública ni privadamente, a presentar un proyecto con- 
junto en esta materia. Como decía mi compañero con todo 
acierto, por algo somos sectores políticos distintos, tenemos 
ideologías diferentes y conceptos políticos diversos. 


Desde el primer momento, antes del 13 de diciembre del 
año pasado, señalamos que nuestra acción política en modo 
alguno iba a terminar contribuyendo con los votos de quienes 
en la ciudadanía confían en nuestro sector político para la 
derogación de los artículos impugnados. En forma previa al 
referéndum, asumimos el compromiso de preparar un proyecto 
de ley sustitutivo, y ese texto fue conocido con gran anticipa- 
ción a la celebración del acto cívico del 13 de diciembre. 
Asimismo, antes de esa fecha, también asumimos el compro- 
miso de contribuir con nuestro esfuerzo -y si podíamos, con 
nuestra inteligencia- a realizar una reforma del Estado sin de- 
moras pero, a la vez, con las garantías de que carecía ese texto, 
tal como luego lo confirmó la ciudadanía. 


Bueno es señalar también, señor presidente, que nuestra 
campaña previa al referéndum fue independiente de la de los 
demás sectores a favor del “Sf”. Como es lógico -y este.no es 
un tema polémico, sino un hecho notorio- si somos sectores 
políticos diferentes, ¡cómo no vamos a tener conceptos distin- 
tos sobre lo que debe ser la reforma del Estado y cuáles deben 
ser las normas legislativas que tiene que contener el ordena- 
miento jurídico vigente! Además, también existían diferencias 
que eran conocidas por toda la ciudadanía -es decir que nadic 
fue engañado por ningún sector político a ese respecto- sobre 
lo que se iba a hacer luego del 13 de diciembre, si se confirma- 
ba la derogación de estos cinco artículos, con las normas que 
integraban aquella Ley de Empresas Públicas y que, obviamen- 
te, quedarían sin valor jurídico. 


En este sentido, asumimos cl compromiso -y eso explica el 
contenido de nuestro proyecto- de tratar de lograr un Estado 
que funcione para todos los uruguayos sin exclusiones, y en 
mejor forma que la actual. Para ello, señor presidente -obvio es 


. señalarlo- se requiere mejores servicios que los existentes. La 


manera de lograr esto -y allí está la diferencia sustancial, qui- 
zá, con la opinión del Gobierno y de sus representantes en cl 
Parlamento- es que las distintas fórmulas o herramientas de 
carácter legislativo deben darse según las circunstancias. ¿Por 
supuesto que es necesario mejorar la gestión del Estado en 
lugar de menospreciarla y descalificarla, colocando de un lado 
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de una línea imaginaria todo lo malo, que estaría simbolizado 
por la Administración Pública, y del otro, todo lo bucno, encar- 
nado en algo así como el conjunto o la suma de las actividades 
privadas. 


No debemos olvidar que, a veces, el Estado por sí o a través 
de sus Entes Autónomos, sus Servicios Descentralizados o sus 
empresas públicas, debe competir en el mercado mediante el 
otorgamiento de concesiones a quienes puedan mejorar los ser- 
vicios. Otras veces, recurre a la asociación con capitales y 
tecnologías provenientes de sectores privados. Á esta altura de 
los tiempos, esto no debe sorprender ni escandalizar a nadie, ni 
tampoco debe dar lugar a que se pretenda que lo que venimos 
expresando es poco menos que una novedad; no lo es fuera del 
país ni tampoco dentro, 


Siempre hemos sostenido -y lo mantenemos- que a veces es 
bucno recordar que es más importante pensar en la gente que 
recibe los servicios que en quienes los prestan. Podremos dis- 
crepar respecto de las soluciones que tienen primordialmente 
en cuenta a la gente que dentro del país recibe los servicios 
públicos o sociales, pero no podemos dudar de que esto está 
por encima de la protección -por la protección en sí misma- del 
prestatario de esos servicios. 


Creo que no sería bueno que el Senado transitara -como 
aparentemente puede parecer a raíz de una intervención inicial 
ocurrida en esta sesión- por discusiones o polémicas ajenas a lo 
que nuestro sector político -y creo que este es también el pen- 
samiento de la Cruzada 94, porque somos coautores de uno de 
los proyectos elevados al Cuerpo- desca, que es debatir las 
normas de un texto, evitando tornar estéril ese esfuerzo con 
recuerdos e invocaciones a un pasado que, naturalmente, para 
cada uno tendrá su importancia. Algunos lo interpretarán de 
una forma, y otros lo harán de una manera completamente 
distinta, pero es uno de esos ingredientes que, famentablemen- 
te, de tanto en tanto frustran lo que debe ser la seriedad de una 
tarca legislativa. 


Reitero que queremos tratar cl tema de la reforma del Esta- 
do; no deseamos efectuar un repaso histórico de la Ley de 
Empresas Públicas ni de lo ocurrido el 13 de diciembre, Tam- 
poco queremos ni aceptamos que desde fuera se descalifiquen 
los esfuerzos -si no fueron concretados, al menos deberá reco- 
nocerse que fueron continuos, intensos y fundamentalmente 
honestos- de quienes trabajainos luego del 13 de diciembre en 
largos encuentros destinados a encontrar una solución a la re- 
forma del Estado. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro) 


-En resumen, señor presidente, queremos evitar la incursión 
en temas políticos que no estén relacionados con la convocato- 
ria que nos reúne hoy, aunque estamos dispuestos a dar rcs- 
puesta a todo aquello que nos afecte directa o indirectamente. 


Creemos que lo que el Poder Legislativo tiene que entender 
-y supongo que lo entiende porque lo que ocurre dentro y fucra 


CAMARA DE SENADORES 


€E.S.- 107 


de este Parlamento responde a la voz de la ciudadanía- es que 
deben evitarse, fundamentalmente -y el referéndum así lo de- 
mostró- los intentos de cambios drásticos, repentinos y no siem- 
pre bien orientados en lo que tiene que ver con la legislación de 
esta materia. Pensamos que, en definitiva, a lo único que con- 
ducen es a impedir los cambios posibles y también los necesa- 
rios. Esto, señor presidente, ha ocurrido en el tema de las em- 
presas públicas y sigue sucediendo respecto a otros temas que 
interesan a todo el país y que nada tienen que ver con el asunto 
que hoy nos convoca. Ya sea por una característica nacional o 
porque la lógica o la sensatez lo indica, Observamos un proce- 
der que se ha impuesto por las circunstancias inmediatas que se 
están dando en este país. 


Estamos dispuestos a solucionar los problemas que se pue- 
dan presentar, pero también reclamamos, no como exigencia 
perentoria, sino como algo que es profundamente sentido por 
nuestro sector político, que todos tomemos conciencia de que 
pretender imponer puntos de vista personales, sectoriales o par- 
lidarios, sin la buena voluntad de hacer concesiones para que 
esos cambios se produzcan en farma concreta, sería demostrar 
que estamos desconociendo lo que yo llamaría el arte de legis- 
lar. Tal como a veces se desconoce el arte de gobernar, tam- 
bién se puede desconocer el de legistar o el de hacer justicia, 
pero por jo menos hagamos el intento. Los seres humanos 
somos falibles y en ocasiones errar es inevitable y no obedece a 
ninguna siniestra conjura, pero nuestros errores serán mucho 
menores si tenemos conciencia de los riesgos que existen en 
circunstancias como las que acabo de mencionar. 


En ese sentido, señalo que, evidentemente, han llegado al 
Plenario tres proyectos de ley. ¡Si habrán querido los integran- 
tcs del Foro Batllista llegar a una solución constructiva en esta 
materia que, aunque ciertamente hicimos nuestros intentos en 
la Comisión de Constitución y Legislación integrada con la de 
Hacienda a fin de que se tomara como base de discusión nues- 
tro proyecto de ley, al ver que no existían mayorías para ello, 
hemos desistido de nuestro propósito, porque de ningún modo 
queríamos bloquear una discusión en el Senado! Reitero que si 
del Foro Batllista depende plasmar en una ley la suma de los 
distintos proyectos o lo que las mayorías del Senado decidan, 
por ese camino continuaremos en la consideración de este tema. 
Esto no quita que vayamos a discutir o aceptar cualquier otro 
tipo de digresión, en tanto nos parezca que hay que informar a 
la opinión pública; como ella no forma parte de este gueto que 
constituimos los políticos, tampoco podemos exigirle la memo- 
ria que sí deben tener nuestros colegas, desde el presidente de 
la República hasta cl más humilde de los dirigentes políticos, 
porque es la única forma de que los hechos queden claros a la 
hora en que cada uno rinda cuentas ante el soberano, como 
corresponde. 


No obstante, señor presidente, no vamos a hacer cl agravio 
al Senado de explicarle lo que significa nuestro proyecto, por- 
que desde noviembre del año pasado ya es conocido, aunque se 
le han hecho ajustes que lo han mejorado, gracias al invalorable 
apoyo de los legisladores y de los técnicos de la Cruzada 94, 
Reitero que la esencia de cse proyecto es por todos conocida. 
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Sin perjuicio de ello, me voy a volver a detener cn algunos 
aspectos. , 


Fue el Foro Batllista el que planteó en el Senado que había 
que dar una respuesta colectiva a ese error del señor presidente 
de la República, consistente en afirmar que existía el compro- 
miso de realizar, luego del referéndum, una tarea conjunta; sin 
haber asumido jamás ese compromiso, podemos afirmar que 
trabajamos durante meses con el Frente Amplio, el Nuevo Es- 
pacio y la Cruzada 94, Ante esto nos preguntamos si es la 
primera vez que se ha fracasado -si es que se le puede llamar 
así- por el solo hecho de que distintas fuerzas políticas no 
hayan llegado a elaborar un proyecto en forma conjunta. En 
todo caso, ¿se han cerrado las puertas de este Parlamento para 
que ese acuerdo no cobre viabilidad a partir de su aprobación? 


Es notorio que hubiéramos deseado que el proyecto que 
presentó nuestro sector se hubiera tomado como base; quizá lo 
propongamos, no para tomar pequeñas ventajas políticas -y los 
señores senadores que nos conocen, lo saben- porque al fin y al 
cabo nunca constituyen victorias personales ri para quienes nos 
observan, sino para facilitar la adaptación de esta sesión a lo 
que determina el Reglamento. Además, pensamos que este pro- 
yecto tiene la ventaja -y esto nos lleva a verter algunos concep- 
tos sobre el mismo- de ser razonablemente breve. Está formado 
por dos capítulos, con 18 artículos y versa sobre temas vincula- 
dos con la Ley de Empresas Públicas. 


En el seno de la Comisión hubo una discusión que conside- 
ro muy interesante, y para quica habla muy ilustrativa, porque 
más allá de las apariencias que puedan surgir de la versión 
taquigráfica, creo que se llegó a un acuerdo con la mayoría de 
los miembros de la Comisión acerca de cuál es la trascendencia 
jurídica y política que puede tener una ley sobre esta materia, 
luego del resultado verificado en el referéndum. 


Las discrepancias fundamentales -valga la aparente parado- 
ja de lo que voy a señalar- se dieron en cuestiones de detalle y 
no sustanciales. En la Comisión, el señor senador Korzeniak 
recordó lo ocurrido en su momento en Francia, con respecto a 
una reforma constitucional que fue rechazada por la ciudadanía 
y que luego se pretendió imponer por vía legal. 


Afirmo, señor presidente -esto tampoco es ocioso mencio- 
narlo en esta oportunidad- que si bien creemos que el proyecto 
del Foro Batllista y de la Cruzada 94 es el que mejor contempla 
el deseo de la ciudadanía y su categórico pronunciamiento del 
13 de diciembre -aunque naturalmente admitimos y respetamos 
otras opiniones- versa también sobre lo concerniente a nuestro 
discurso anterior al referéndum. Ambos sectores manifestaron 
que iban a contribuir a derogar las malas normas de la Ley de 
Empresas Públicas, es decir los cinco artículos en cuestión y 
algunos otros que merecían un tratamiento legislativo diferen- 
te. Expresaron que al día siguiente convocarían a todas las 
fuerzas políticas -incluso a las del grupo del “No”- para reem- 
plazar lo que quedará derogado por otras fórmulas legislativas, 
sustitutivas y complementarias. Ello no fue posible por razones 
que no vienen al caso; repito que no quiero derivar la discusión 
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a un tema que no sea el esfuerzo por convertir el asunto que 
nos ocupa en el día de hoy en un proyecto que cuente con la 
aprobación de este Cuerpo y sea remitido 'a la Cámara de 
Representantes. 


Elaboramos un proyecto que apuntaba a las soluciones que 
defendimos -lo manifestaba hace un rato el señor senador Poz- 
zolo- en ambas Cámaras. Dijimos que más allá de las aparicn- 
cias, el artículo 1% no impone la licitación pública sino un 
llamado a los interesados, que podrá ser hecho por medio de 
una licitación, pero que no constituye una obligación legal y, 
por lo tanto, queda librado a la discrecionalidad de la Adminis- 
tración Pública. 


No deseábamos que en el texto del proyecto de ley se le 
diera una especie de seguro o de póliza al concesionario priva- 
do, garantizándole de antemano, a través de la tarifa, el reco- 
nocimiento de sus costos y utilidades, porque nos parecía -y 
nos sigue pareciendo y con eso no nos sentimos retrazados 
frente a los tiempos que corren ni a los que habrán de venir en 
el país, en la región y en el mundo- que para algo existen las 
políticas sociales que muchas veces significan que la tarifa no 
cubre los costos y las utilidades. Eso es muy legítimo, ya que 
puede estar cubiertó por otros mecanismos que hacen, reitero, a 
políticas sociales, aunque no formen parte de las recetas de 
quienes priorizan el ahorro y el ajuste del gasto frente a ciertas 
necesidades impostergables. 


El tema de la telefonía, por ejemplo, fue discutido cn el 
Parlamento, no solamente por el Foro Balllista sino también 
por muchos otros señores senadores aquí presentes que plantea- 
ron el asunto, incluso con mayor precisión o elocuencia. 


¿A quién se le podría ocurrir interesar a un concesionario 
privado en la telefonía rural, cuando en ninguna parte del mun- 
do es rentable y lucrativa, sí no se le agrega alguna otra activi- 
dad relativa a las comunicaciones u otra que efectivamente 
tenga carácter lucrativo? Por ese motivo, desde el primer mo- 
mento el Foro Batllista se opuso a la posibilidad de transferir, 
por la vía de la licitación u otro arbitrio legal, la Hamada 
telefonía básica. Ello significaría dejarle al concesionario pri- 
vado aquellos aspectos de la telefonía que son lucrativos, y 
todas las cartas de las políticas sociales le quedarían, no a 
ANTEL sino al Estado, que por la vía de susbsidios debcría 
paliar las pérdidas que inevitablemente tendría el Ente Autóno- 
mo que, dicho sea de paso, es un orgullo para el país y para 
América Latina. 


Nuestro proyecto de ley, cuando se refería al llamado “pú- 
blico a interesados” exigía la licitación y climinaba la póliza 
que mencioné, relativa a los costos y utilidades de los conce- 
sionarios. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR POZZOLO. - Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se va a 
votar la moción presentada. 


(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Cuando en el proyecto que se con- 
virtió en la Ley de Empresas Públicas se establecía que para 
enajenar bienes del Estado, de los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados bastaban tres de los cinco votos de los 
Directores, dijimos que ello no podía ser y que debían cxigirse 
por lo menos cuatro votos. Paradojalmente, aquella ley cxigía 
cuatro votos en cinco, por ejemplo, para resolver privatizar la 
limpieza del edificio de la UTE o para contratar a una empresa 
privada con el fin de crear una guardería para los niños de los 
funcionarios de un Ente Autónomo, y tres votos para despren- 
derse de los bienes del Estado. De modo que cumplimos -y lo 
seguiremos haciendo- nuestro compromiso de colocar buenas 
normas legales en lugar de las que nos parecen malas. 


Muchas veces dijimos de distintas mancras, que existen 
lugares y actividades en los que el Estado debe estar siempre 
solo y hay sitios donde debe estar porque el particular no quiere 
hacerlo y alguien tiene que cumplir con esa tarea de servicio 
público o social. También expresamos que en otros sectores de 
la actividad, el Estado debería competir y concurrir con las 
empresas privadas. En esto somos muy cohcrentes y el Foro 
Batllista está muy convencido de lo que afirma. Creemos que 
debemos seguir haciendo lo que hemos realizado hasta ahora 
apoyando, por ejemplo, un proyecto de ley como el que acaba 
de pasar a la Cámara de Representantes, que establece una 
desmonopolización parcial -diría muy parcial- de los seguros 
en el país. 


Para ser coherente con esas ideas y quizás para ironía de 
quienes desean cambios drásticos y no entienden la sencilla 
sensatez que tiene el hecho de tratar de buscar los cambios 
posibles, el proyecto, en su Capítulo I, de disposiciones genera- 
les, contiene un reconocimiento del derecho de todo habitante 
al funcionamiento adecuado y eficaz de los servicios públicos y 
sociales, como lo establece el artículo 72 de la Constitución de 
la República. Por lo tanto, esto es algo más que una norma 
programática. Allí también figura la obligación del Estado cn 
el sentido de asegurar dicho funcionamiento adecuado y eficaz 
de los servicios a que acabo de referirme. 


El artículo 22, por su parte, no pretende innovar demasiado, 
porque todos sabemos que también en estos aspectos, los maxi- 
malismos terminan frustrando los propósitos del legislador. cuan- 
do la tensión que existe entre la norma y la realidad cs tan 
clevada que, en definitiva, la disposición legal cs desconocida, 
voluntaria O involuntariamente. Esto no ocurre solamente en 
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este terreno, sino en muchos otros del ordenamiento jurídico 
del país. 


Por otro lado, el artículo 3? es coherente con lo que el Foro 
Batllista y la Cruzada 94 piensan, ya que dice a texto expreso, 
que no podrán ser objeto de concesión, debiendo ser prestados 
directamente por entidades estatales, las actividades cumplidas 
por medio de las actuales instalaciones destinadas a la refina- 
ción de petróleo, las represas hidrocléctricas actualmente exis- 
tentes y los servicios de telefonía básica; así como otros servi- 
cios públicos declarados estratégicos, mediante ley, por el Po- 
der Legislativo. Esta última norma obedeció a una sugerencia 
que no es la de la Cruzada 94 o del Foro Batllista, sino del 
movimiento que orienta el ex representante Víctor Vaillant, lo 
cual nos llena de satisfacción. 


De modo que esta es nuestra postura en cuanto a lo que 
actualmente en este país no puede ser objeto de concesión. 


En cambio, decimos que otras actividades principales vin- 
culadas a la prestación de servicios públicos pueden ser conce- 
didas con el asesoramiento previo de una Comisión Parlamen- 
taria compuesta por tres senadores y cuatro diputados designa- 
dos por cada Cámara. Reitero que sin dicho asesoramiento -que 
debe ser previo- no puede efectuarse esa concesión. 


Asimismo, también hemos previsto -esto figura en el artícu- 
lo 6*- la creación de lo que se ha dado en llamar la Contraloría 
de Servicios Públicos y Sociales, integrada por tres miembros 
designados por el señor presidente de la República, en acuerdo 
de Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Senado- 
res con el voto conforme de por lo menos tres quintos de sus 
componentes. Dicha Contraloría, señor presidente, tendría fun- 
ciones más o menos similares a las que figuran en el proyecto 
presentado por el Frente Amplio, el Partido por el Gobierno del 
Pueblo y el Polo Progresista. Este hecho demuestra una preocu- 
pación que a mi juicio debe interpretarse como la de la gran 
mayoría de la opinión pública del país, politizada o no, en el 
sentido de que cada vez hay una obligación más grande por 
parte de las autoridades públicas y un mayor derecho de los 
habitantes de un país a reclamar por la calidad de los servicios, 
por el cumplimiento honesto de la Constitución de la República 
y de las leyes, ya sea en el caso de que esos servicios sean 
prestados por organismos de Derecho público, como por perso- 
nas privadas. Esta Contraloría está obligatoriamente destinada 
a asesorar al Poder Legistalivo en su tarea de control respecto 
al funcionamiento de los servicios públicos y sociales, así como 
al Poder Ejecutivo. A ella puede dirigirse cualquier persona 
solicitando que intervenga y tome conocimiento de lo que ocu- 
rre, a fin de adoptar las medidas correspondientes, 


Señor presidente: no es demasiado lo que puedo decir en 
una descripción esquemática de este proyecto porque, como 
manifestó anteriormente. quizás una de sus virtudes sea su sen- 
cilloz. Sin embargo, señalo que su último artículo tal vez. tiene 
una importancia mayor de la que creen quienes no lo hayan 
estudiado profundamente. En él se establece que el Poder Eje- 
cutivo está obligado a reglamentar lo que pretendemos que sea 
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esta ley y la N* 16.211, de Empresas Públicas, dentro de los 
ciento veinte días contados a partir del siguiente a su promulga- 
ción. Lo que sucede es que, aun cuando nuestro proyecto de ley 
o el que se vote en el Parlamento tuviera vigencia, si no se 
reglamenta y, más aun, si no existieran las normas comple- 
mentarias y sustitutivas que creemos que deben existir, la ley 
N? 16.211 -inclusive con aquellos artículos que fueron deroga- 
dos- puede dar lugar a interpretaciones tan equivocadas, ilega- 
les y, en algunos casos, sorprendentes, como cuando se sancio- 
nó aquel decreto reglamentario vinculado al ingreso de capita- 
les particulares, que daba lugar a la sociedad de economía 
mixta que integraría ANTEL. Pensamos, entonces, que debe 
haber una reglamentación en profundidad que se adecue como 
corresponde a las exigencias de las leyes vigentes, pero tam- 
bién debe estar de acuerdo con el proyecto que pretendemos 
que se vote en este Parlamento. 


Por último, quiero hacer algunas referencias a los otros dos 
proyectos de ley. 


Reitero -y pido disculpas por la insistencia- que no tiene 
nada de particular que sectores o partidos políticos distintos 
tengan propuestas diferentes para poner a consideración del 
Parlamento. No será la primera ni la última vez que cllo ocurra, 
Pero quienes de tanto en tanto expresamos el parecer del Foro 
Batllista, queremos decir nuevamente -lo hemos hecho reitera- 
damente en forma pública y también en lo que se llamó Comi- 
sión Interpartidaria- que nuestra discrepancia fundamental con 
el proyecto presentado por el Frente Amplio, el Partido por el 
Gobierno del Pueblo y el Polo Progresista versa en que enten- 
demos que, en primer lugar, deben tratarse los temas que con- 
tiene nuestra iniciativa y luego los otros -que, desde lucgo, son 
muy importantes- se abordarán con las soluciones que aporte 
nuestra iniciativa O las demás. Por este camino es por donde 
transitó la discusión de buena parte de los sectores políticos, 
previamente a la sanción de la Ley de Empresas Públicas, 
luego de su aprobación y antes de la realización del refcrén- 
dum. + 


- SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RICALDONT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senadór. 


SEÑOR ASTORI. - Creo que este pasaje de la exposición 
del señor senador Ricaldoni permite abrigar esperanzas de que, 
en un tiempo razonablemente corto, podamos llegar a acuerdos 
fundamentales en materias relativas a la reforma del Estado. El 
mencionado senador venía exponiendo que las discrepancias de 
su sector son fundamentalmente de orden y no de contenido 
respecto al proyecto presentado por el Frente Amplio, el Parti- 
do por el Gobierno del Pueblo y el Polo Progresista. Entonces, 
el Foro Batllista no estaría en desacuerdo, en sus líncas gencra- 
les, con el contenido de dicha iniciativa, lo cual me da mucha 
satisfacción y, reitero, me permite abrigar esperanzas de que 
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cuando llegue el momento de discutir un proyecto de este tipo 
contemos con la voluntad de este sector político. Además, se 
trata de una confirmación, porque el proyecto a que estamos 
aludiendo no es más que una mejora o profundización de otra 
iniciativa presentada en 1991, que cuenta con la firma de los 
legisladores del Foro Batllista y, en particular, de su bancada 
de representantes. De manera que lo que está señalando el 
señor senador Ricaldoni es coherente con aquella actitud. El 
Foro Batllista respaldó con su firma una serie de propuestas 
que este proyecto solamente mejora; de hecho, se trata de las 
mismas ideas. 


Por lo tanto, tenemos un espacio concreto y positivo de 
acuerdos y, por nuestra parte, señalo que no nos vamos a negar 
a discutir los temas que el Foro Batllista desea tratar en primer 
lugar. Probablemente tengamos diferencias en cuanto al orde- 
namiento temático, pero no nos asusta lo relativo a la conce- 
sión de servicios y estamos dispuestos a discutirlo. Insisto en 
que lo fundamental es destacar los acuerdos que, indudable- 
mente, podamos alcanzar, de modo de conseguir las mayorías 
necesarias en este Senado, para poner en práctica algunas mc- 
didas que son auténticamente de reforma del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede * 
continuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: lo que acaba de 
señalar el señor senador Astori -creo que en esto va a coincidir 
conmigo- es una reiteración de las conversaciones formales e 
informales que mantuvimos en aquel grupo intersectorial du- 
rante tantos meses, 


Diría que es verdad que en algunos aspectos tenemos dis- 
crepancias, pero éstas forman parte de la esencia de la vida 
democrática. Tendríamos dificultades -ya las hemos explicado 
muchas veces- para aceptar sustituir nuestra fórmula por otra 
que establezca la necesidad de que cada vez que se haga una 
concesión en el país, pase por el Parlamento y se dicte una ley, 
Pero hay muchos temas -en esto coincido totalmente con el 
señor senador Astori- que con formulaciones iguales, parecidas 
o alternativas, integran también el universo de nuestras preocu- 
paciones en lo que tiene que ver con la reforma del Estado, que 
ni para el Foro Batllista ni para otras fuerzas políticas empieza 
y termina con una o dos docenas de artículos que se agreguen a 
los actualmente existentes. 


Repito que no es un misterio para nadie -esta es una buena 
lección que debemos recoger y exhibir- que jamás cn cl grupo 
de la intersectorial intercambiamos agravios a partir de las 
discrepancias que inevitablemente existían. No ocurrió esto por- 
que quisiéramos eludir esas ironías -que algunos naturalmente 
bien dotados para ello gastan a partir de los desencucntros 


“ ajenos- sino porque nos pareció que todas las posiciones eran 


respetables y, en definitiva, sentimos que todos nosotros esta- 
mos haciendo propuestas que exceden en mucho a una ley de 
reforma del Estado. Creemos que ellas terminarán formando 
parte de ese tipo de claves que habrá de descifrar la ciudadanía 
en el correr del próximo año y que culminará el último domin- 
go de noviembre, 
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Estamos dispuestos a considerar, sin solución de continui- 
dad, todas las otras cuestiones que plantean los otros proyectos 
de Icy; pero concretamente me estoy refiriendo al presentado 
por el Frente Amplio, el Nuevo Espacio y el Polo Progresista 
que, si mal no recuerdo, tiene 7 capítulos y 53 artículos. Como 
hemos dicho, desearíamos que se aprobara en primer término 
un proyecto de ley que tratara exclusivamente los temas que 
estuvieran en nuestra iniciativa o, por lo menos, que se parecie- 
ra en mucho en cuanto a la forma de encarar los temas. Si no 
fuera así, la Cruzada 94 y el Foro Batllista no la hubiéramos 
presentado ni la estaríamos defendiendo con tanta convicción 
como lo hemos hecho desde el principio. 


Sin embargo, hemos manifestado en la intersectorial -y que- 
remos reiterarlo en este ámbito más formal y testimonial que cl 


de esas Comisiones- que los otros temas también nos parecen * 


importantes. Así lo hemos expresado además en documentos 
del propio Foro Batllista, antes y después del refcréndum. En- 
tendemos que la reforma del Estado está también en una ley de 
partidos políticos, y a mi izquierda se encuentra el señor repre- 
sentante Pozzolo -como alguien lo denominó esta mañana- que 
podría dar cuenta de los esfuerzos que estamos haciendo para 
que nuestro país tenga, en el plazo más breve posible, una ley 
de esa naturaleza. Eso también forma parte de la reforma del 
Estado, pero no queremos que se integre a este proyecto de ley, 
que está corriendo por cuerdas separadas. Pensamos que de la 
misma manera debería Hevarse a cabo una reforma electoral y, 
luego de ello, reflexionar sobre los textos constitucionales vt- 
gentes. Pero en este tema concreto sentimos, como la mayoría 
de la opinión pública -más allá de que las herramientas que se 
propongan y se seleccionen puedan ser discutibles, aunque es- 
tamos convencidos de las nuestras- que muchas de las personas 
que formaron parte de aquel 72% creen, como nosotros, que 
ante todo debemos poner en blanco y negro temas como cuán- 
do se puede y cuándo no transferir o conceder determinados 
servicios que hoy son tarea excluyente y exclusiva del Estado 
así como bajo qué condiciones y con qué garantías, contralor y 
transparencia debe hacerse, 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR RICALDONT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senador, 


SEÑOR ZUMARAN. - Quiero destacar que coincido con el 


señor senador Ricaldoni en cuanto a que este grupo de trabajo 
formado por parlamentarios, cumplió su tarca cn bucna forma. 
En ningún momento hubo agravios, a pesar de las diferencias 
de opinión. 


Creo que es justo reconocer que eso se lo debemos al exce- 
lente presidente con que contamos; concretamente, me refiero 
al señor senador Irurtia. 


SEÑOR CASSINA, - Apoyado, 


CAMARA DE SENADORES 


ES. 111 


SEÑOR RICALDON!. - Apoyado. 


SEÑOR ZUMARAN. - Indudablemente, se trata de un hom- 
bre que habla poco en Sala pero que trabaja mucho y muy bien. 


Por otro lado, deseo señalar que la versión que ha dado el 
señor senador Ricaldoni -y lo digo con todo respeto- no es 
exacta. Manifiesta que, en primer lugar, habría que tratar el 
tema que plantea el proyecto del Foro Batllista y la Cruzada 94 
relativo a la concesión de servicios públicos y luego considerar 
todos los demás. A mi juicio, eso parecería indicar que la 
discrepancia estuvo en una cuestión de procedimiento o de 
orden cronológico en el sentido de discernir qué aspecto se 
analizaba primero y cuál después. Confieso que ello no es así y 
el señor senador Ricaldoni va a coincidir conmigo -quizás lo 
interpreté mal o sus palabras no reflejaron su pensamiento- 
acerca de que la discusión no se centró en ese punto. Lamenta- 
blemente, el desencuentro consistió en que, planteado el tema 
de la concesión de los servicios públicos, tanto el Frente Am- 
plio como el Partido por el Gobierno del Pueblo y nosotros, 
señalamos que admitíamos la validez y la conveniencia de que 
en muchos casos se dicran estos servicios -así no fueran públi- 
cos- a cargo de la Administración, bajo el régimen de conce- 
sión, a particulares, siempre y cuando se hiciera por ley. Con- 
cretamente, en ese aspecto se basó la discusión. Asimismo, 
manifestamos que no estábamos dispuestos a votar una autori- 
zación genérica si se entendía que desde el momento en que se 
sancionara la ley, cl Poder Ejecutivo quedaba facultado a dar 
servicios públicos a concesionarios. Inclusive, en el artículo 3* 
del proyecto del Foro Batllista y de la Cruzada 94 se prevé 
dicha situación, aunque con algunas restricciones. En cese senti- 
do, en el literal a) de dicho artículo figuran las actuales instala- 
ciones destinadas a la refinación de petróleo -que siempre estu- 
vieron incluidas en el proyecto- las represas hidrocléctricas 
actualmente existentes -que fue un agregado que nosotros plan- 
teamos- y los servicios de telefonía básica. La posición asumi- 
da por el Foro Batllista y la Cruzada 94 en el plebiscito ante- 
rior, era, evidentemente, la de no ser partidarios de autorizar al 
Poder Ejecutivo para que los dicra en concesión. Cabe destacar 
que se incluyeron en el texto estas tres excepciones que consi- 
deramos importantes pero, de todas formas, existen otras acli- 
vidades del Estado que el Poder Ejecutivo está facultado a 
darlas en concesión. Precisamente, ese aspecto es el que noso- 
tros no aceptamos y proponíamos una decisión parlamentaria 
que facultara -y no como llevado por la oratoria como ha afir- 
mado el señor senador Ricaldoni, cada vez. que se dé en conce- 
sión- al Poder Ejecutivo a actuar de esa forma. Lógicamente, 
los distintos contratos que luego haga la Administración son de 
resorte de este Poder pero, repito, la facultad de determinar si 
un servicio se da en concesión o no, debe establecerse por vía 
legistativa. Á nuestro juicio, se trata de una facultad indelega- 
ble y reservada a la ley. Como un intento de transacción, puede 
mirarse el literal b) del artículo 3% del proyecto del Foro Bat- 
llista y de ta Cruzada 94, que dice que se requerirá cl asesora- 
miento previo de una Comisión Parlamentaria Especial que se 
crea en el artículo 4%, Sobre el particular, debemos decir que si 
bien se trata de un avance, nos quedan muchas dudas sobre la 
constitucionalidad de la creación de una Comisión Parlamenta- 
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ria que, en cierto modo, viene a cumplir las funciones que la 
Carta le asigna al Poder Legislativo. 


Asimismo, se manejaron algunas otras fórmulas en el senti- 
do de que el silencio del Parlamento supusiera una aceptación. 
Entonces, se pretende subordinar-esto al contralor parlamenta- 
rio. Á nuestro entender, ese es el quid del asunto. Adelanto que 
si encontráramos una fórmula que subordine el otorgamiento 
de la concesión de los servicios al contralor parlamentario, no 
tendríamos inconvenientes en aceptar la solución propuesta por 
el Foro Batllista y la Cruzada 94. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Quisicra interpretar esa actitud de 
expectativa a que se refería el señor senador Santoro antes de 
pasar a ejercer la Presidencia del Senado en la sesión de hoy en 
los mismos términos en que aludió en la reunión de la Comi- 
sión de hace dos días -y que también señaló el señor senador 
Cadenas Boix- en cuanto a que se cstá dispuesto a trabajar 
sobre un proyecto, aportando ideas en la medida en que existan 
coincidencias. Evidentemente, ello implica que el Herrerismo 
no se convertirá en un simple espectador de lo que los demás 
puedan estar discutiendo y sugiriendo, Indudablemente, se trata 
de un hecho positivo por lo que nos atrevemos a pensar que 
constituye un buen comienzo para el debate de este toma. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR POZZOLO. - A través de las últimas expresiones 
del señor senador Zumarán, creo advertir que sin querer o sin 
proponérsclo, está entrando en la discusión, artículo por artícu- 
lo, del proyecto que se niega a aceptar como cabecera de análi- 
sis. Concretamente, me refiero a la iniciativa del Foro Balllista 
y de la Cruzada 94. 


Nosotros insistimos en que nuestro proyecto debe ser -tal 
como lo ha explicado el señor senador Ricaldoni- cabeza de 
expediente en esta discusión que marca -y no lo podemos ne- 
gar- una circunstancia parlamentaria bastante desconocida como 
lo es, sin duda, el hecho de que tres proyectos sin informe scan 
considerados en forma coñijunta. En tal sentido, como ya expre- 
sé anteriormente, nuestra iniciativa fue dada a conocer a la 
ciudadanía del país antes de que se produjera uno de los acon- 
tecimientos políticos e institucionales más importantes de los 
últimos años: un plebiscito que tenía que ver, nada más ni nada 
menos, con el destino de las empresas públicas del país. Es a 
propósito de ese pronunciamiento concreto de la ciudadanía 
que nosotros presentamos nuestro proyecto y lo hicimos cono- 
cer previamente, Quiere decir, entonces, que más allá de todos 
los aportes que se puedan hacer a fin de mejorar la gestión del 
Estado y de que se dicten todas las leyes que en ese sentido nos 
parezcan necesarias, aquí hay una dcuda a saldar -al menos 
nosotros nos sentimos responsables de eso- ya que antes del 
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plebiscito expresamos que los cinco artículos impugnados nos 
parecían inconvenientes para el país y que no nos quedaríamos 
simplemente en sostener que se trataba de una mala o buena 
solución, sino que aportaríamos otra fórmula en reemplazo de 
esa. 


Precisamente, este hecho es lo que motiva que 72 horas 
después de producido el pronunciamiento, el Foro Batllista 
tome la iniciativa frente a todos los grupos que acompañaron el 
“Sí”. Es más; una prueba muy terminante de que no hubo 
ningún compromiso de aportar una solución a partir de estos 
grupos que, repito, acompañaron el “Sí” -tal como antes se dio 
a entender- se basa en el hecho de esa convocatoria. El Foro 
Baillista convoca a todos esos sectores a reunirse 72 horas 
después de realizado el plebiscito a efectos de estudiar este 
tema, en torno a los siguientes puntos: 1%) reemplazo de las 
normas derogadas en la Ley de Empresas Públicas; 2?) ley para 
mejorar la gestión del Estado; 3%) ley de partidos políticos; 4") 
revisión de la legislación electoral; y, 5%) posibles enmiendas a 
la Constitución de la República. 


Por lo tanto, fuimos los convocantes de esta reunión en la 
que se presentó el orden del día que mencioné anteriormente y 
que fue aceptado tácitamente por todos los que concurrieron. 
Evidentemente, no podemos deducir, por ese simple hecho, 
que estuvicran de acuerdo con la mecánica que proponíamos y 
con las soluciones que se planteaban. 


Hace pocos días, propiciamos que se realizara esta sesión 
del Senado a efectos de tratar el tema. Entonces, cómo no 
vamos a tener derecho, incluso para posibilitar que el señor 
senador Zumarán pueda explayarse sobre los aspectos particu- 
lares del proyecto de ley presentado por el Foro Batllista y la 
Cruzada 94. Asimismo, cómo no vamos a tener derecho a decir 
que esto debe ser tomado como cabeza de expediente, sin 
perjuicio de lo cual, no rchuimos que posteriormente se consi- 
dere cualquier otra norma positiva y constructiva que atienda a 
mejorar la gestión del Estado cn general. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tienc la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Al finalizar su disertación, el 
señor senador Ricaldoni aludió parcialmente a algunas mani- 
festaciones que realicé en el seno de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación. En ese ámbito scñalé -palabras más o me- 
nos- que el tema de la reforma del Estado jamás fue ajeno al 
sector de gobierno desde la campaña electoral y, posteriormen- 
te, a través del envío de leyes que prolijamente enumeró en su 
declaración el señor senador Santoro. 


Luego, en la Comisión manifesté mi aspiración de que este 
debate no fuera estéril e inútil, sino que descaba que en el 
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mismo se llegara a un acuerdo para lograr un proyecto de 
reforma del Estado, que aliviara a la sociedad uruguaya del 
“gordó socio” que todos tenemos en las pesadas estructuras del 
Estado. Además, señalé el desco de que en esa iniciativa pudié- 
ramos hacer nuestra contribución para mejorar la situación del 
país. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Aclaro que no me voy a detener en 
la expresión “socio gordo” que pronunciara el señor senador 
Cadenas Boix porque no es esa la alusión a la que me voy a 
referir, sino, a la que, en reiteración real, formuló el señor 
senador Pozzolo. 


Pienso que el señor senador Pozzolo se equivoca en cl pro- 
cedimiento al hacer de esto una cuestión de protagonismo, es 
decir, ver quién presentó primero la iniciativa o quién es cabe- 
za de expediente, El tema es de interés general para cl país y 
no tiene sentido plantear los asuntos siguiendo un orden de 
protagonismo sectorial. Esto es algo que en el fondo lo conoce- 
mos O lo tendríamos que saber todos los sectores políticos del 


. 


país. 


De todos modos, si se trata de saber cuál fue el proyecto 
que se elaboró en primer lugar, no tengo la menor duda de que 
fue el que se presentó en el año 1991, firmado por varios 
sefíores senadores, y representantes, entre los que creo recordar 
estaba el propio señor senador Pozzolo, junto a muchos otros 
pertenecientes al Foro Batllista. 


Dicho proyecto de ley tiene la enorme virtud de que se 
lleva la firma de legisladores de todos los partidos políticos del 
País y, por lo tanto, el tema del protagonismo sectorial queda 
envuelto en la bandcra nacional, tal como ocurre con otros 


problemas similares a éste, que nos interesan a todos. 


De todos inodos, estoy dispuesto a volver a discutir este 
asunto, ya que analicé con mucha profundidad la iniciativa del 
Foro Balllista y de la Cruzada 94. Y le sigo encontrando el 
defecto de que no creo que sea conveniente que este Poder 
Ejecutivo, o cualquier otro, tengan de parte del Parlamento un 
cheque en blanco para dar en concesión cualquier servicio O 
actividad del Estado. Creo que este no es un buen principio 
para reformarlo, porque, a mi entender, incurre justamente en 
lo que no hay que hacer, Precisamente en la búsqueda de ga- 
rantías y limitaciones es que pasamos muchas sesiones de la 
Comisión trabajando y si bien estoy dispuesto a seguir hacién- 
dolo, no creo que sea bueno seguir discutiendo quién prescntó 
el primer proyecto -todos lo sabemos- quién es cabeza de expe- 
diente o quién alega protagonismo en cuestiones que afectan cl 
interés general. 
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SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señior senador. 


SEÑOR POZZOLO. - Deseo manifestar que coincido con 
lo expresado por el señor senador Zumarán. Aquí no se trata de 
protagonismos, de ver quién tomó la iniciativa o quién puede 
sacar ventajas de una situación. Este tema es mucho más serio 
y nosotros lo sentimos muy profundamente. Lo que aquí se 
pretende es respetar y cumplir la voluntad que emanó el 13 de 
diciembre del Cuerpo Electoral. Frente a esto queremos mos- 
trar una actitud clara y limpia, tengamos suerte o no con nues- 
tra iniciativa. Por eso, manifestamos -no se trata de decir quién 
fue primero- que tuvimos la limpieza de plantearla antes del 
pronunciamiento electoral y como quedamos comprometidos 
lo queremos cumplir frente al país. No están en juego pequeñas 
ventajas O la bandera nacional que, en definitiva, nos corres- 
ponde a todos, cualquiera sea la posición que tengamos, porque 
no dejamos de ser más o menos uruguayos por el solo hecho de 
estar discrepando en problemas internos. 


En definitiva, el Foro Batllista, de cara al país, desea cum- 
plir el compromiso que contrajo formalmente en el sentido de 
que una vez que se derogara la ley, lucharíamos por este pro- 
yecto, Es por este motivo que defendemos esta iniciativa sin 
despreciar, en absoluto, la posibilidad de tratar otra que tenga 
que ver con las reformas que el Estado necesita. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: es indudable 
que se ha incursionado en el tema metodológico, es decir, cuál 
cs la manera en que debe tratarse la reforma del Estado. 


Por mi parte, y en una forma muy respetuosa y calma, 
deseo hacer una reseña de cómo se refleja el panorama y las 
posturas políticas -esto comienza por un debate político- de la 
sesión que ha comenzado en el día de hoy y que espero tenga 
instancias posteriores que fructifiquen con una verdadera ley de 
reforma del Estado. 


Para mí está muy claro, señor presidente -y pediría que no 
se tome esto como una alusión para motivar discusiones- que 
luego del plebiscito del 13 de diciembre, los distintos sectores 
políticos del país, con intención o sin ella -a veces con una 
respuesta casi espiritual y visceral, muy explicable y muy hu- 
mana- quedaron por un tiempo en diferentes posiciones políti- 
cas. No tengo duda alguna -lo he podido apreciar nuevamente 
ahora- de que el sector más cercano al Poder Ejecutivo eviden- 


. ciaba -aunque no lo hacía con ninguna mala intención- una 


especie de irritación espiritual, Esto es verdad. Entonces, esa 
especie de irritación espiritual hacía aparecer al sector político 
del Poder Ejecutivo como diciendo: “Ahora arréglense ustedes, 
que fueron los que echaron abajo lo que hicimos nosotros en la 
Ley de Empresas Públicas; ahora hagan un proyecto”. Me pare- 
ce que las declaraciones formuladas por el señor presidente de 
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la República hace algunos días reflejaron de alguna manera ese 
estado espiritual. Honestamente, me parece que esto es así, 


Por otra parte, los sectores que trabajaron a favor del recur- 
so de referéndum mostraron un entusiasmo muy especial, evi- 
denciando, desde el primer día, distintas interpretaciones pun- 
tuales sobre el resultado del plebiscito. No todos los que vota- 
mos la anulación de los artículos de la Ley de Empresas Públi- 
cas que se impugnaron, sentíamos que el pronunciamiento po- 
pular tenía el mismo alcance; algunos teníamos más o menos 
entusiasmo que otros en torno a dicho resultado. Esto también 
es verdad, Las diferencias de matices se aprecian en posturas 
distintas porque todos los grupos que conformaron el “Sí” no 
sustentaban la misma posición ideológica ni ofrecían la misma 
propuesta. Pero voy a dar pie para sugerir un clima que debe 
presidir esta discusión tan compleja, interesante y profunda, en 
manifestaciones hechas recién por el señor senador Zumarán en 
uso de una interrupción. La terminología que utilizó dio a su 
pensamiento un toque quizás muy blanco, muy propio del Par- 
tido Nacional al hablar de los problemas nacionales, lo que 
motivó algún tipo de respuesta por parte del señor senador 
Pozzolo. Sin embargo, dijo algo que está muy claro y que es 
absolutamente correcto: “Dejemos de pensar en quiénes fueron 
los que Hicieron más méritos en la anulación de esos artículos 
y, por lo” tanto, en quiénes deben ser la cabeza del estudio 
metodológico 0, como expresaban los señores senadores del 
Foro Batilista, la cabeza de expedientc”. Este tema fue conver- 
sado en la Comisión de Constitución y Legislación integrada 
con la de Hacienda en dos oportunidades y se llegó a un acuer- 
do metodológico que el señor senador Blanco, designado miem- 
bro informante, explicó. De manera que las referencias hechas 
ahora por los señores senadores del Foro Balllista, en el sentido 
de que su deseo sería que este proyecto fuera cabeza de expe- 
diente, no contribuyen, indudablemente, a que el tema se trate 
despojado de la presunción de que cada sector político -si no se 
quiere hablar de protagonismos- esté manejando con mayor o 
menor mérito la claridad con que enfoca su respuesta hacia la 
ciudadanía. 


El proyecto que hemos suscrito varios grupos políticos tam- 
bién podría invocar que allí están los que comenzaron el movi- 
miento por el cual se pudo realizar un plebiscito. Por su parte, 
el Foro Baillista no participó de ese movimiento, sino que 
estuvo en él después que se alcanzó el 25% requerido. Natural- 
mente, ese no es un elemento para decir que por tal razón cl 
proyecto del sector mencionado debe no ser cabeza de expe- 
diente. Debemos tomar el tema de la reforma del Estado -como 
se entendió en la Comisión- y, dentro de él, para mejor ilustra- 
ción de todos los señores senadores, acompañar tres iniciativas, 
una de las cuales, inclusive -la del señor senador Blanco- fue 
elaborada mucho antes de que se planteara la instancia del 
referéndum contra la llamada Ley de Empresas Públicas y otra 
hace mucho tiempo, previamente a la aprobación de la citada 
ley, como se ha expuesto en forma reiterada, 


En consecuencia, atengámonos a la metodología acordada 
en la Comisión. Tenemos a la vista los tres proyectos; veamos 
a qué queremos llamar reforma del Estado. Crco que de ahí en 
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adelante podremos avanzar, en la medida en que partimos de la 
base de que esta no es sino la primera ronda de discusión sobre 
el punto, que tendrá indudablemente, otras instancias. No haré 
referencias concretas a cada uno de los proyectos, ya que he- 
mos abordado el análisis como si fuera uno sólo, por lo que nos 
encontraríamos en la discusión general del punto. 


Me parece que el tema de la reforma del Estado -voy a 
encarar mi exposición de esta manera para hacerla ordenada y 
lo más breve posible- debe girar, desde mi punto de vista, en 
torno a tres aspectos fundamentales muy vinculados, pero que 
se separan para que el discurso sea más inteligible, 


Por un lado, debemos aclarar a qué nos referimos cuando 
hablamos del Estado, si estamos aludiendo al Estado-nación, es 
decir, al concepto tradicional de los manuales según el cual se 
forma por la conjunción del territorio, la población y el Gobier- 
no O el aparato público o, según la acepción que le da la Ley 
de Empresas Públicas, exclusivamente por la actividad comer- 
cial e industrial de dicho aparato público. Considero que debc- 
mos pensar en la reforma del Estado en el sentido de cambio 
de todo el aparato público, no según la idea clásica de que se 
comprende también a ta población dentro de esa nación. 


Pido excusas a los señores senadores por incursionar en esta 
cuestión algo teórica, pero me parece importante a los efectos 
de ordenar las discusiones. A la población llamémosla socie- 
dad civil, porque una de las razones por las que estamos ha- 
blando de la reforma del Estado es por entender que cl aparato 
público -es decir el Estado en sentido estricto- no le responde a 
la población con la eficacia que todos deseamos en este país. 
Por lo tanto, de algún modo, estamos usando un concepto de 
Estado que no es cl más restringido y que no sólo abarca a las 
empresas comerciales e industriales, que es de lo que se habló 
fundamentalmente cuando se trató la Ley de Empresas Públi- 
cas, sino también al propio aparato central del Estado y a los 
Gobiernos Departamentales. 


Sin entrar al análisis del proyecto que hemos suscripto, 
entendemos que las relaciones entre el mencionado aparato 
público y la sociedad a la que sirve no son más que un acuerdo 
entre las personas para vivir en un determinado territorio, bajo 
las mismas leyes, con los mismos jueces y los mismos servi- 
cios. Entonces, tomemos ese concepto de Estado y pensemos 
que su reforma se refiere a todo eso. Esto es así porque parece- 
ría que existe un acuerdo nacional en cuanto a que todo ese 
aparato público no funciona bien; no lo hacen con toda la 
eficacia que descaríamos, las empresas comerciales e industria- 
les, pero tampoco los Ministerios, y no estamos hablando de 
posturas ideológicas que no compartimos o de que el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas plantea proyectos de ley que nos 
parecen equivocados. No; estamos hablando del funcionamien- 
to y de la manera lenta en que ese Estado se relaciona con la 
sociedad civil, con la gente. 


En ese sentido, los trámites que llevan a cabo los Entes 
Autónomos, los Servicios Descentralizados, las empresas y los 
Ministerios, se hacen con una lentitud tremenda -pese a los 
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esfuerzos conocidos- al igual que hace mucho tiempo y todos 
sabemos que esto podría superarse y funcionar con más agili- 
dad. 


Por lo tanto, mi primera afirmación, luego de la introduc- 
ción que hice sobre el concepto de Estado, es que hay un 
acuerdo nacional -y, por lo tanto, doy por supuesto que está 
representado en este Cuerpo Legislativo- en el sentido de que 
es necesario y conveniente reformar el Estado. 


Por otro tado, creo que también hay un acuerdo nacional 
representado en este Cuerpo, en cuanto a que esa reforma debe 
tener, por lo menos, un objetivo primoridal -aunque podemos 
discrepar en muchos aspectos- tendiente a que el Estado fun- 
cione mejor. 


Deseo aclarar que los vocablos eficacia y eficiencia los 
utilizo como sinónimos. Digo esto porque en los manuales de 
Ciencias de la Administración está de moda explicar que son 
cosas distintas. Hecha esta puntualización, quiero expresar que 
la eficacia y la eficiencia deben mirase desde el punto de vista 
de quien recibe la actividad del Estado o sea, el usuario, cl 
consumidor o la población en general. Este no es el mismo 
concepto que se podría estudiar en otro tipo de actividades, ya 
sean públicas o privadas. Creo que cuando hablamos de la 
reforma del Estado nos referimos a si la gente que lo integra 
recibe su actividad mejor o peor, De no ser así, nos vamos al 
concepto de Estado como una abstracción mental, como dice 
Birdeaux; y nada más. Si nosotros apartamos a la gente del 
país, al gobierno -que todos decimos que es distinio del Estado 
porque el gobierno pasa y el Estado permanece- del Derecho 
que regula la vida de ese Estado, ¿qué queda del Estado? Sólo 
un concepto. Pero como no podemos reformar un concepto lo 
que tratamos de decir cuando expresamos que queremos un 
Estado más eficaz es que deseamos que todos sus organismos, 
regulados por la Constitución y la Ley, presten mejor sus servi- 
cios. A eso lo denominamos mayor eficacia y eficiencia, por- 
que el Estado, repito, existe, como concepto, sin la gente que 
está en él. Pero la maldad o bondad, lo saludable o nocivo de 
ese Estado está en función de cómo recibe sus actividades la 
gente que lo integra. Este sería un primer parámetro y cn ese 
sentido supongo que existe consenso nacional, así como tam- 
bién en este recinto. 


El segundo parámetro que me parece importante para oricn- 
tar esta discusión -voy a tratar de explicarlo con alguna lentitud 
porque me gustaría ser preciso en cl tema- se refiere a que la 
reforma del Estado tiene que ajustarse al pronunciamiento po- 
pular del 13 de diciembre. A este respecto, parto de la base de 
que es posible que existan diversas interpretaciones sobre cl 
alcance de ese pronunciamiento y, por lo tanto, va a scr muy 
difícil que toda la gente que participó en el plebiscito -tanto los 
dirigentes como las bases; los que estuvieron a favor del “SI” y 
los que se inclinaron por el “NO”- coincidan en sus criterios. 
Naturalmente, van a existir diferencias porque en la mentalidad 
de cada individuo o grupo que participó en contra o a favor del 
plebiscito, habrá motivaciones distintas y diversas posibilida- 
des de interpretación. Si se consigue acordar que el plebiscito 
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significó determinada cosa, por ejemplo, la anulación del 
artículo 1% -o derogación, para no entrar en esa discusión- por 
ley no sc podrá establecer una solución distinta. - 


En definitiva, estoy sosteniendo que, sin perjuicio de admi- 
tir que puede haber distintas interpretaciones sobre el alcance 
del pronunciamiento popular del 13 de diciembre, si hay con- 
senso sobre la interpretación en un punto, éste no puede ser 
modificado por una ley expedida por el Parlamento. 


SEÑOR RICALDON!I. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - El señor senador Korzeniak está 
planteando en sala una discusión que también fue interesante y 
seria respecto a lo que puede hacer el legislador luego de un 
pronunciamiento por vía de referéndum en este país. Recuerdo 
que el señor presidente participó también de csa reunión de la 
que tengo la versión taquigráfica. 


Dentro del grado de gencralidad con que se está expresando 
el señor senador Korzeniak, puedo decir que estoy de acuerdo 
con él, Pero a la vez, él sostiene con razón que podrían haber 
distintas interpretaciones acerca del resultado del referéndum. 
A esto, agrego que no puede haber otra alternativa más que 
aceptar que hubo muchas intenciones de voto distinto tanto 
dentro del 72% de las personas que estuvicron a favor del “SI”, 
como del 28% que se inclinó por el “NO”. Entonces, por ejem- 
plo, si el artículo 1% del proyecto de ley del Foro Badlista y la 
Cruzada 94, que hoy está en consideración, dispone que cn 
lugar de la expresión “llamado público a interesados” -como 
decía la norma derogada- se ponga “licitación”, mal podría 
establecerse que cuando en cl futuro aparezca una ley que diga 
“licitación” en lugar de “llamado público a interesados”, eso 
implique su inconstitucionalidad, porque quien alega esc está 
aferrado a una interpretación de la voluntad del electorado que 
sólo podrá reflejar la voluntad de una cantidad indefinida e 
indeterminable de votantes por el “SI”. Debo recordar que el 
ejemplo que puse fue el motivo por el cual no lo votamos en el 
Parlamento y constituyó nuestro discurso político antes y des- 
pués del referéndum: queremos que en lugar de decir: “Hamado 
público a interesados” diga: “licitación”, 


Los otros días, lc señalaba al señor senador Korzentak que 
en términos gencrales todos podríamos coincidir con ello, pero 
es una tesis tremendamente peligrosa porque puede llevar, prác- 
licamente, por la vía de los hechos, a congelar -como me acota 


“el señor presidente- O a hacer estéril e imposible la tarca de un 


Parlamento a partir de determinado pronunciamiento que, natu- 
ralmente, siempre es de inalcanzable interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor senador Korzentak, 
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SEÑOR KORZENIAK. - Voy a disipar los temores del 
señor senador Ricaldoni -en cuanto a que pudiera pensarse que 
estaba aludiendo concretamente al proyecto del Foro Batllista y 
de la Cruzada 94 o a alguno de sus artículos-, con un ejemplo a 
los efectos de que quede bien clara cuál es la tesis que estoy 
sosteniendo. Lo hago así porque he prometido que no voy a 
entrar al análisis de los proyectos, y no lo voy a hacer, 


Supongamos que en el día de mañana en el Parlamento se 
presenta un proyecto de ley que expresa que a partir de deter- 
minada fecha debe restablecerse la vigencia del artículo 10 de 
la ley N* 16.211, o sea, un artículo exactamente igual a uno de 
los anulados por el plebiscito del 13 de diciembre. 


Considero que el ejemplo que he expuesto disipa todo te- 
mor de que esté haciendo una interpretación extensiva. Sosten- 
go que el Parlamento no cuenta con facultades jurídicas como 
para establecer un artículo absolutamente igual al que fue anu- 
lado o derogado. 


Este es un tema que se ha debatido mucho, no es algo 
baladí. Afortunadamente, en los últimos treinta años, la doctri- 
na lo ha ido redondeando y ha llegado a la conclusión de que 
eso no se puede realizar. Es decir, la conclusión a la que estoy 
arribando cuando manifiesto que uno de los parámetros que 
debe respetarse al máximo del pronunciamiento del 13 de di- 
ciembre -sin perjuicio de reconocer que es muy difícil de deter- 
minar completamente cuál fue su alcance-, es que el acto jurí- 
dico que resultó de ese pronunciamiento popular tiene un rango 
superior a los expedidos por el Parlamento y que son promulga- 
dos por el Poder Ejecutivo, que reciben el nombre de leyes 
formales. 


¿Cuáles son los motivos que me llevan a sostener esta tesis? 
Obviamente, no es invención de quien habla, sino que tiene su 
origen en la década del cuarenta en la Facultad de Derccho. La 
pregunta planteada es si se puede, por vía de una lcy ordinaria, 
cambiar lo que se estableció en un plebiscito, en un pronuncia- 


miento popular. Esa es la interrogante. Por supuesto que se. 


podrá discutir -lo digo para que no se interprete mal mi posi- 
ción- si hay algún cambio, pero una vez acordado que existe 
una modificación, ¿ella se puede hacer o no? 


En la Comisión, cuando se trató este asunto, se sostuvo -aclaro 
que no por parte del señor senador Ricaldoni- que como la 
Constitución no tiene niguna norma que establezca que cl 
legislador ordinario no puede cambiar lo que se haya estableci- 
do en un plebiscito, en consecuencia se puede realizar tal mo- 
dificación. 


SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). -Tienc la 
palabra el señor senador, 


SEÑOR RICALDONTI. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término del que dispone el orador. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Continúa cn el uso de la palabra cl señor senador Korze- 
niak. 


SEÑOR RICALDON!I. - ¿Me permite una interrupción, se- 
flor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - En cuanto a esta discusión que, 
como digo, ya se planteó en la Comisión, considero que tiene 
razón el señor senador Korzeniak cuando señala que no es 
posible volver a plantcar lo mismo luego de un reférendum. 
Creo que existe una base constitucional para sostener tal afir- 
mación, que deriva de la combinación de los artículos 332 y 
142 de la Constitución, y no tan 'sólo una elaboración doctrina- 
ría. 


Es decir, el artículo 332 de la Constitución de la República 
expresa: “Los preceptos de la presente Constitución que reco- 
nocen derechos a los individuos, así como los que atribuyen 
facultades e imponen deberes a las autoridades públicas, no 
dejarán de aplicarse por falta de la reglamentación respectiva, 
sino que ésta será suplida recurriendo a los fundamentos”, etcé- 
tera. Por su parte, el artículo 142 preceptúa: “Cuando un pro- 
yecto hubiese sido desechado al principio por la Cámara a 
quien la otra se lo remita, quedará sin efecto por entonces, y no 
podrá ser presentado hasta el siguiente período de la Legislatu- 


s 


ra . 


Creo que, precisamente, por la aplicación del artículo 332, 
por los fundamentos de leyes análogas, los principios gencrales 
de derecho y las doctrinas' generalmente admitidas, se puede 
justificar que en el caso de un reférendum, sobre todo, que 
tiene más jerarquía que la ley, se logra el sustento constitucio- 
nal claro para sostener la tesis que acaba de expresar el señor 
senador Korzeniak. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente, me complace 
saber que el señor senador Ricaldoni coincida con mí tesis 
central, aunque no estemos manejando los mismos argumentos 
para sostenerla, 
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Deseo manifestar que en la década del cuarenta este tema 
fue discutido cn nuestro país, y ha sido analizado reiteradamen- 
te en el mundo, sobre todo en Francia. Allí se traló este asunto 
en ocasión del plebiscito que perdió De Gaulle, quien renunció, 
porque en Francia existe una diferencia entre el referéndum 
simple y el plebiscito. Aclaro, a fin de que no se advicrta 
ninguna mala intención en mis palabras, que tal clasificación 
no existe en el Uruguay. Si bien el gencral De Gaulle contaba 
con una gran sensibilidad, y como se irritó se retiró al perder el 
plebiscito, de todas maneras la doctrina entendió que cra obli- 
gatorio que ello sucediera. Un congreso muy importante de 
politólogos y juristas llegó a la conclusión de que se trataba de 
un referéndum plebiscitario, en el cual el gobernante juega su 
posición, y si pierde, debe retirarse. Debo aclarar que no toda 
la doctrina está de acuerdo con esta posición, pero sí la gran 
mayoría, inclusive el Consejo francés, que es el que analiza la 
constitucionalidad de las leyes antes de que se promulgucn. 


(Intervención del señor senador Cigliuti que no se escucha) 


-Como consecuencia de este tema, en Francia se ha discuti- 
do mucho con respecto a qué sucede cuando existe pronuncia- 
miento popular sobre determinado asunto y, posteriormente, el 
Órgano ordinario que lo trata, quiere realizar cambios. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puedo 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Quisicra que el señor senador Ci- 
gliuti repitiera lo que señaló, ya que el resto de los señores 
senadores no hemos tenido el gusto de escuchar. 


SEÑOR CIGLIUTI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
interrumpir el señor senador. 


a y 
SEÑOR CIGLIUTÍ, - Simplemente recordaba al señor se- 
nador Korzeniak que en ocasión del plebiscito cl señor De 
Gaulle manifestó que si perdía se retiraba. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Puede 
continuar el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Efectivamente, sobre ese tema se 
basaba el dialogado mantenido con el señor senador Cigliuti. 


Esa doctrina a la que hacía referencia manifestó que aunque 
el general De Gaulle no lo hubiese anunciado, de todas manc- 
ras al perder se tenía que ir porque se trataba de un referéndum 
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plebiscitario y no de uno simple. Repito que tal distinción no 
existe en el Uruguay, donde cl término “plebiscito” se utiliza 
con una connotación popular más o menos conocida por todos. 


La tesis que recientemente fundaba el señor senador Rical- 
doni en base a la combinación de los artículos 332 con uno de 
los trámites de claboración de las leyes, fue sustentada en el 
Uruguay, pero no con esa argumentación. El Maestro Aréchaga 
-me refiero al constitucionalista que, sin duda, ha sido uno de 
los más brillantes profesores de Derecho Constitucional que ha 
tenido cl país- enseñaba con mucha claridad la arquitectura 
orgánica de nuestra Constitución y combinaba, sobre todo, los 
artículos 4% y 82. El “dibuja” -dicho entre comillas- la repre- 
sentación gráfica de esa arquitectura orgánica, hace el organi- 
grama -como se dice ahora en los manuales de Ciencias de la 
Administración- y pone en la cúspide a la Nación. A ella la 
definía como el pueblo sometido a las reglas jurídicas, no al 
pucblo actuando según su voluntad. 


La distinción entre pueblo y Nación, entre soberanía popu- 
lar y nacional, es muy antiguo y fue motivo de episodios políti- 
cos muy serios en nuestro país en marzo de 1933, tal como lo 
conocen los señores senadores, El hécho concreto es, pues, que 
desde cl punto de vista de la lctra, la soberanía radica esencial- 
mente en la Nación, en toda su plenitud, como lo establece el 
artículo 42. Por ello es que se sitúa en la cúspide. 


Debajo e inmediatamente se encuentra el Cuerpo Electoral, 
que el artículo lo define como un órgano que ejerce directa- 
mente la soberanía de la Nación. Está por encima de los tres 
Poderes representativos que ejercen indirectamente la sobera- 
nía de la Nación: 


En resumen, en esa representación gráfica, Aréchaga ense- 
fñaba -y me parece muy bien que lo hiciera así- que en la 
cúspide se encuentra la Nación, debajo de ésta el Cuerpo Elec- 
toral y en último lugar los tres Poderes representativos. 


Ahora bien, en ese “dibujo” había una dificultad teórica. 
Esc “dibujo” fue establecido por el Poder Constituyente; surgió 
de la Constitución. Las dudas se centraban en el lugar donde 
debía ubicarse cl Poder Constituyente que, como es sabido, 
está integrado por el Parlamento y el Cuerpo Electoral. En mi 
opinión, tendría que estar yuxtapuesto o quizás encima de la 
Nación, aunque admito que puede ser un tema discutible, 


Lo que sí cstá claro es que el Cuerpo Electoral está por 
encima de los tres Poderes, no sólo porque es el creador, cl que 
instituye, el que elige, sino, además, porque el artículo 82 de la 
Constitución de ta República lc da un estatuto jurídico distinto. 
En este sentido, se establece que es el que representa directa- 


- mente a la Nación, y no indirectamente como lo hacen los 


Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 


Esta es la argumentación que no sólo se ha manejado en 
nuestro país, sino también en todos aquellos en los que el tema 
se ha discutido. Y se lo ha hecho muchas veces. Por ejemplo, 
en el Uruguay se lo debatió en principio con acopio doctrinario 


118 -C.S. 


y posteriormente los órganos municipales le dicron una solu- 
ción pragmática muy ingeniosa cuando el llamado “plebiscito 
del vintén”. Se recordará que cuando el precio del boleto fue 
aumentado en un vinién, luego de anulada la medida por medio 
de un plebiscito, al haber transcurrido cuatro o cinco meses, las 
autoridades municipales se las ingeniaron para, sin decir lo 
mismo, incrementar el precio del boleto. Allí se planteó una 
discusión doctrinaria. Hay editoriales periodísticos de juristas 
muy importantes de este país, integrantes de todos los partidos 
políticos, inclusive del que se encontraba al frente del gobierno 
municipal, que señalaban que cl órgano ordinario no podía 
violentar la voluntad popular. Sin embargo, se buscó otra vía 
que no era, simplemente, la de aumentar el boleto por el meca- 
nismo que había anulado el pueblo por medio de un plebiscito. 


Esta fue la objeción que se hizo a esta tesis que, repito, 
actualmente no se discute en ninguno de los países cn los que 
está prevista, Algunas veces se ha analizado la interpretación 
del alcance del pronunciamiento popular, pero no -es la doctri- 
na generalmente admitida- que el Parlamento, es decir, cl órga- 
no ordinario, no puede cambiar lo hecho par el extraordinario, 
o sea, el Cuerpo Electoral. Repito que eso es algo aceptado en 
este sistema y en todos los que tienen como base la soberanía 
nacional o popular. Hoy día, esa discusión ya no cstá lan cn 
boga. 


¿Cuál es, entonces, la objeción más importante que se lc ha 
hecho a esta Lesis? Se ha dicho -esto lo escuché en la Comisión 
cuándo se trató el tema- que si el pueblo aprueba una solución 
inequívoca en un plebiscito, esa decisión queda congelada, cs 
decir, nunca más puede ser cambiada por cl Parlamento. Tal 
argumento -por lo menos en los países americanos que se ha 
planteado, y también en los curopcos que lo han recogido- ha 
sido levantado con una doctrina que es unánimemente acepta- 
da. Se dice que mientras no haya un indicio claro -así se ha 
planteado en Europa, con sistemas parlamentarios y con elec- 
ciones que no están predeterminadas- de que el equilibrio polí- 
tico ha cambiado, el Parlamento no puede modificar lo resuelto 
por el Cuerpo Electoral. En Europa se habla del momento 
posterior a una elección, que puede ser anticipada o no, y aquí 
luego de la elección ordinaria. Se trata de un nuevo pronuncia- 
miento electoral, que elige nuevos Poderes y, en consecuencia, 
se entiende que en ese momento sí el Parlamento queda habili- 
tado -con una nueva relación de fuerzas o algo similar- a dictar 
una ley que modifique lo resuelto en un referéndum. 


Pensamos, entonces, que cs muy importante que al clabo- 
rarse una ley de reforma la Estado se respeten las interprcta- 
ciones más consensuadas que existan acerca de lo que se deci- 
dió el 13 de diciembre del año pasado. 


Finalizo mi exposición aclarando que en forma cuidadosa 
he evitado entrar al análisis de cualquiera de los tres proyectos 
y que ninguno de los parámetros que he manejado fueron utili- 
zados a favor ni en contra de las soluciones contenidas en 
algunos de ellos. Simplemente, entendí que éste era el momen- 
to de la discusión general en que podía hacer un aporte en 
torno al cual me parece que el Senado debe manejarse cuando 
se aboque al estudio de algunos de los artículos o proyectos cn 
particular. 
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Es cuanto quería señalar. 
6) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONTI. - Habida cuenta del número de pre- 
sentes en sala -seguramente, la mayoría de los señores senado- 
res deben encontrarse en el Ambulatorio- y pensando que, qui- 
zás, dentro de unos momentos no pueda someterse a considera- 
ción lo que voy a proponer, formulo moción para que a las 20 
horas el Senado pase a cuarto intermedio hasta el jueves de la 
semana que viene a la hora 16, a fin de continuar tratando el 
lema. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - La Mesa 
desea informar que no hay más oradores inscritos. No sé si 
debido a ello, el señor senador Ricaldoní desca actualizar su 
moción. 


SEÑOR RICALDONTI. - De acuerdo, señor presidente; la 
planteo para ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter R. Santoro). - Se va a 
votar la moción de orden formulada por el señor senador Rical- 
doni en el sentido de que el Senado pase a cuarto intermedio 
hasta cl día jueves de la semana que viene, a la hora 16, 


(Sc vota:) 
-17 en 17, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta el próximo jueves 
a la hora 16. 


(Así se hace a las 18 y 43 minutos, presidiendo el scñor 
senador Santoro y estando presentes los señores senadores Ámo- 
rín Larrañaga, Arana, Astori, Blanco, Bouzas, Cassina, Ci- 
glíuti, Irurtia, Korzeniak, Millor, Olascoaga, Pérez, Pozzo- 
lo, Ricaldoni, Viera y Zumarán). 
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